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LEGISLACIÓN SOBRE MERCADO DE VALORES
Desde el año 2008, se vino planteando por parte del Gobierno Ecuatoriano, a través de diversas instancias oficiales, Superintendencia de Compañías, Consejo Nacional de Valores, Banco Central de Ecuador, Ministerio Coordinador de la Política Económica, modificaciones o una nueva Ley de Mercado de Valores en el Ecuador.
Al respecto, varios proyectos circularon, los que en su oportunidad, merecieron observaciones y comentarios provenientes de la Asociación de Administradoras de Fondos y Fideicomisos del Ecuador, y de otros actores y espacios de opinión relacionados con el tema.
Sobre el tema expresado, la AAFFE se dirigió y  tuvo la oportunidad de exponer directamente las preocupaciones sobre proyectos o reformas a la Ley, ya sea participando a través de sus representantes en talleres y reuniones, o por intermedio de comunicaciones, a el o la Superintendente de Compañías y en ese entonces Presidente/a del Consejo Nacional de Valores, al Superintendente de Bancos, al Director de Asesoría Jurídica de la Presidencia de la República, a miembros del entonces Directorio del Banco Central del Ecuador, al Presidente y  miembros de lo que en ese entonces era la Junta Bancaria, al Ministro/a de Coordinación de la Política Económica, al Ministro/a Coordinador de la Producción, Empleo y Competitividad, al Director del Servicio de Rentas Internas –SRI-a la Asamblea Nacional y sus miembros, particularmente aquellos que integraban la Comisión de Régimen Económico y Tributario y su Regulación y Control, entre otros funcionarios de alto nivel.
En abril del 2013 circuló el proyecto de Ley para el Fortalecimiento y Optimización del Sector Societario y Bursátil que contiene reformas a la Ley de Mercado de Valores.
Sobre ese proyecto, ahora Ley de la República, la Asociación formuló una serie de observaciones ante la Comisión de Régimen Económico y Tributario y su Regulación y Control de la Asamblea Nacional, particularmente por medio de su Presidente Oscar Larriva y el miembro de la misma, Dr. Ramiro Aguilar; ante el Ministro Coordinador de la Política Económica; ante la Superintendenta de Compañías y Presidenta del Consejo Nacional de Valores; con el objeto e hacer llegar las preocupaciones del Gremio sobre dicha propuesta legal. 
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El 27 de junio del 2013 se llevó a cabo una reunión en el Ministerio Coordinador de la Política Económica, con la Viceministra Eco. Gabriela Robalino.
En reunión ampliada de la Asociación de Administradoras de Fondos y Fideicomisos del Ecuador, AAFFE, en Quito, el 15 de agosto del 2013, en las oficinas del Gremio se analizaron los avances de las gestiones que ha efectuado la Asociación en referencia a las observaciones formuladas a las reformas a la Ley de Mercado de Valores, contenidas en el proyecto de Ley de para el Fortalecimiento y Optimización del Sector Societario y Bursátil.
 
Se explicó que desde que el proyecto de Ley fue formulado, la Asociación ha mantenido una serie de contactos con espacios oficiales, así como otros gremios y organizaciones afines, a efectos de reforzar y presentar todas las argumentaciones que constituyen las objeciones a las reformas a la LMV.
En septiembre del 2013 se efectuó una reunión con los Asambleístas Oscar Larriva y Ramiro Aguilar, Presidente y miembro de la Asambleísta Comisión de Régimen Económico y Tributario y su Regulación y Control de la Asamblea Nacional, para exponerles de manera directa las observaciones de la Asociación al proyecto de Ley.
En forma previa, personeros de la Asociación también sostuvieron una reunión con el Asambleísta Juan Carlos Cassineli, quien si bien no era miembro de la Comisión especializada de la Asamblea, es una persona conocedora del tema fiduciario.
En el informe sobre el proyecto de Ley para primer debate – que se produjo en la Asamblea Nacional la primera semana de agosto del 2013-,  consta que constituyen parte de los elementos de análisis del proyecto, las observaciones presentadas por la Asociación de Administradoras de Fondos y Fideicomisos del Ecuador, AAFFE y las de la Asociación de Casas de Valores del Ecuador, ASOCAVAL, no habiendo otras observaciones presentadas formalmente por otro gremio u organización, al menos para el informe de primer debate.
La Comisión recibió a la Asociación en dos oportunidades, una en forma más particular y otra en el seno de la misma, el 18 de septiembre del 2014, para recabar opiniones que constituirían insumos para el primer debate del proyecto de Ley para el Fortalecimiento y Optimización del Sector Financiero y Bursátil.
  
La Asociación ratificó los puntos de vista de observaciones al entonces proyecto de Ley, alrededor de los siguientes puntos específicos: 1. Oposición a la eliminación del fideicomiso en garantía de operaciones financieras, sí a su regulación, y en ningún caso, la eliminación para fideicomisos en que comparecen personas jurídicas para garantizar obligaciones. 2. Titularización de flujos futuros, insistir en la seguridad de la figura, más aun cuando el destino de los flujos está garantizado por fideicomisos. 3. Objeción a la limitación de compañías administradoras de fondos y fideicomisos y de accionistas particulares con un porcentaje de acciones, en no poder participar en otras actividades empresariales, haciendo una interpretación extensiva de lo ya resuelto por la Consulta Popular de 7 de mayo del 2011 y que se tradujo en reforma constitucional,  que no incluyó esta limitación. 4. Objeción a las condiciones estipuladas en el proyecto de reformas sobre calificaciones de riesgo. 5. Objeción a limitaciones de inversiones de fideicomisos en fondos administrados por la misma administradora.
 
Más en concreto, las observaciones que formuló la AAFFE, giraron alrededor de los siguientes temas:

FIDEICOMISO EN GARANTÍA 

El fideicomiso de garantía es considerado como mecanismo adecuado para el respaldo de obligaciones con el sistema financiero, incluso con el mismo nivel de requerimiento de patrimonio técnico y ponderación para el índice de liquidez que se exigen para la hipoteca y la prenda, según lo dispuesto en la Codificación de Resoluciones de la Superintendencia de Bancos y Seguros y la Junta Bancaria.

Este mecanismo ha permitido que muchas personas e instituciones hayan podido a acceder a créditos que en otras circunstancias no les hubiera podido ser posible, principalmente personas que mantienen actividades productivas sin relación de dependencia, migrantes, entre otros. 
El financiamiento de importantes proyectos, se ha realizado a través de operaciones de crédito sindicadas entre varias entidades financieras, las cuales se han podido estructurar gracias a la utilización del fideicomiso de garantía, pues otro mecanismo no permitiría que varios acreedores tengan igual nivel de derechos respecto de una misma garantía.

Muchos procesos de titularización tienen como activos subyacentes, mecanismo de respaldo,  cartera garantizada por fideicomisos de garantía, lo cual ha permitido obtener los más altos niveles de calificación en beneficio de los inversionistas, entre los cuales y de manera importante se encuentra el Banco del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, BIESS y la Corporación Financiera Nacional, CFN.
TITULARIZACIÓN DE FLUJOS FUTUROS 

La normativa contemplaba la posibilidad de titularización de flujos futuros originados tanto en la existencia de activos generadores de estos flujos o sin la existencia de estos activos.  En los dos casos, además de la necesidad de constituir los mecanismos de garantía contemplados en la Ley, se requiere la fianza solidaria del originador.

Una de las principales ventajas de la titularización a diferencia de los mecanismos tradicionales de financiamiento, es la capacidad que tienen las empresas medianas y pequeñas, de obtener recursos con cargo a su desempeño futuro medido estadísticamente, sin necesidad de requerir de colaterales, ya que muchas de las empresas no cuentan con un tamaño de activos fijos susceptibles de ser pignorados.

SECTOR PÚBLICO SE RESTRINGIRÍA EN TITULARIZAR FLUJOS FUTUROS

Las entidades del sector público deberían comprometer activos como garantía de los procesos de titularización que quisieran emprender.

Ejemplos:

· El Proyecto Multipropósito Baba fue financiado mediante un proceso de titularización de flujos futuros.
· El Proyecto “Metro de la ciudad de Quito”, se financia en una parte con un proceso de titularización de los flujos de caja futuros que genere el proyecto, el Municipio Metropolitano de Quito estaría obligado a entregar una garantía específica por el monto de los títulos emitidos.

CALIFICACIÓN DE RIESGO DE ADMINISTRADORAS DE FONDOS

Las administradoras de fondos y fideicomisos, previo a su funcionamiento requieren de una autorización expresa del órgano de control.  

Se requieren también autorizaciones expresas cuando las administradoras han decidido realizar actividades adicionales a las originalmente a las establecidas en su autorización original, pero dentro de lo permitido en la Ley de Mercado de Valores.  

Estas autorizaciones se sustentan en la verificación que el ente de control realiza para asegurar que la administradora cuenta con la estructura necesaria para cumplir adecuadamente estas funciones, incluso se requieren diferentes niveles de capital para determinadas actividades.

La calificación de riesgos es propia de la emisión de valores.  Las administradoras      de fondos y fideicomisos no actúan como emisoras de títulos al mercado por lo que no comprendemos el alcance de esta calificación. Si acaso se requiere un mayor control, éste se debe obtener con la supervisión constante de la Intendencia de Mercado de Valores y las auditorías externas.
INVERSIÓN DE LOS FIDECOMISOS EN FONDOS ADMINISTRADOS POR LA MISMA ADMINISTRADORA

No existe limitación en cuanto a que los recursos líquidos existentes en Fideicomisos Mercantiles, puedan ser invertidos en fondos de inversión administrados por la propia administradora, pues al ser patrimonios separados y controlados, no existe una mezcla de valores que pueda poner en riesgo a ninguna de las partes.  

La facultad para que los fideicomisos puedan invertir en los fondos de inversión administrados por la propia fiduciaria es autorizada expresamente por los órganos correspondientes del fideicomiso.

Ninguna administradora de fondos y fideicomisos son parte de ningún Grupo Financiero por lo que no existiría lugar a un eventual conflicto de intereses.

Sin duda en los fondos de inversión, son los inversionistas institucionales por naturaleza y los llamados a impulsar el mercado de valores, ya que son quienes dan liquidez y profundidad a los títulos.  Esta reforma limitaba el crecimiento de los fondos de inversión, ya que los fideicomisos que necesiten optimizar sus excedentes de liquidez se verían obligados a realizar sus inversiones en el sistema financiero, pues difícilmente estarían dispuestas a revelar sus negocios a otra administradora. 

En los fideicomisos inmobiliarios, por ejemplo, antes de la certificación del punto de equilibrio, existen muchos recursos que no pueden ser utilizados, esta reforma estaría sugiriendo que sean invertidos en el sistema financiero.
NO PERTENENCIA DE ADMINISTRADORAS DE FONDOS Y FIDEICOMISOS A GRUPO EMPRESARIAL ALGUNO

Las administradoras de fondos no podrán pertenecer a grupos financieros, pero sí a grupos empresariales no financieros.

Uno de los objetivos que se entiende perseguían las reformas a la Ley de Mercado de Valores es impulsar el mercado de valores. No se obtiene ese resultado se argumentó si se impide que grupos económicos incursionen en el ámbito de la administración de fondos y fideicomisos, más aún si existen estrictas exigencias de cumplimientos de infraestructura física, técnica -sistemas informáticos, programas y equipos-, para poder operar, lo cual demanda recursos importantes.

Es difícil identificar personas que estén dispuestas a emprender una administradora de fondos y fideicomisos sin que tengan la capacidad patrimonial para ello y que deban dedicarse en el futuro exclusivamente a esta actividad, renunciando así otros legítimos intereses de carácter empresarial actuales o potenciales. 
LEY PARA EL FORTALECIMIENTO Y OPTIMIZACIÓN DEL SECTOR SOCIETARIO Y BURSÁTIL

Se aprobó y promulgó en el Registro Oficial Numero 249 de 20 de mayo del 2014, la Ley para el Fortalecimiento y Optimización del Sector Societario y Bursátil, Ley que elimina el fideicomiso mercantil en garantía para la adquisición de vehículos. Dicha Ley incorpora algunas modificaciones al régimen de mercado de Valores, reformando algunos capítulos de la Ley de Mercado de Valores, lo que significó que no se expidió una nueva Ley de Mercado de Valores como en ocasiones se anunció por parte de las autoridades del área, sino una reforma.

Posteriormente, en el Registro Oficial Numero 332 de 19 de septiembre del 2014, se expidió el Código Orgánico Monetario y Financiero que hace algunas referencias al mercado de valores, pero que sustancialmente deroga la recién creada Junta de Regulación del Mercado de Valores, JRMV, y crea la Junta de Política y Regulación Monetaria y Financiera.
Desde ese tiempo a esa parte, se ha venido trabajando por parte de la Asociación en identificar, cuales temas deberían se objetó de regulación por parte de la Junta de Política y Regulación Monetaria y Financiera. 
A continuación se presenta un breve resumen de cómo quedó la normativa en cuanto a mercado de valores se refiere con las reformas que a la Ley de Mercado de Valores se produjeron como consecuencia de la vigencia de la Ley Orgánica de Fortalecimiento y Optimización del Sector Societarios y Bursátil.

La Ley reformó once cuerpos legales a saber: 
· Ley de Mercado de Valores que pasó además a ser el libro II dl Código Orgánico Monetario y Financiero
· Código de Comercio

· Ley de Compañías

· Ley de Instituciones Financieras

· Código de Procedimiento Civil

· Ley Notarial

· Ley de Registro

· Ley de Régimen Tributario Interno

· Ley de Equidad Tributaria

· Código Orgánico Territorial

· Ley de Seguros , que pasó a ser el libro III del Código
Los cambios introducidos en la Ley de Mercado de Valores fueron:
La creación de la Junta de Regulación del Mercado de Valores, en reemplazo del Consejo Nacional de Valores, CNV, cuya existencia fue efímera, pues con el Código Orgánico Monetario y Financiero fue reemplazada por la Junta de Política y Regulación Monetaria y Financiera.

En materia de oferta pública se establece que todos los valores deben ser desmaterializados, con la autorización previa de la Superintendencia de Bancos o la Superintendencia de la Economía Popular y Solidaria. Se prevé que en la de acciones, se refiera a acciones y obligaciones convertibles en acciones, operaciones de toma de control, marca precio por un año para el tomador de control, autorización previa de la Superintendencia de Compañías y Valores, que se obtenga el pronunciamiento previo de Superintendencia de Control de Poder de Mercado, que las ofertas sean competidoras, y que se señale una garantía en porcentaje. 

En el sector público, se prevé que las operaciones de compra / venta con valores inscritos deben hacerse por bolsa, con la excepción de cuando existan las dos puntas (comprador y vendedor forman parte del sector público). 

Se dispone que las Bolsas de Valores se transformen de corporaciones civiles a sociedades anónimas, que adopten un sistema único transaccional.  Si no se ajusta su estructura dentro del plazo de 90 días desde expedición de resolución de la JRMV y si no cumplen con facultades otorgadas por la LMV,  se estructurará una  bolsa pública y el capital mínimo será fijado por la JRMV, actual Junta de Política y Regulación Monetaria y Financiera.
En lo que se refiere a Fondos Cotizados se pueden constituir fondos de inversión, que sólo pueden invertir en valores que se negocian por bolsa de valores, más la normativa adicional que sea emitida por la JRMV, actual Junta de Política y Regulación Monetaria y Financiera.
En cuanto tiene que ver con Administradoras de Fondos y Fideicomisos, su capital mínimo será fijado por JRMV, actual Junta de Política y Regulación Monetaria y Financiera, se prevé prohibiciones sobre que se pueda invertir recursos de los fideicomisos bajo administración en fondos de inversión bajo administración, generar estructuras que impliquen contratos simulados.
En relación a los fideicomisos la Ley establece que la restitución se puede hacer sólo al mismo constituyente / aportante, sobre el mismo bien aportado, y en las mismas condiciones en que fue aportado

En el sector público, sólo pueden adherirse si fue constituido por otra entidad pública y se debe observar la normativa adicional dictada por JRMV, actual Junta de Política y Regulación Monetaria y Financiera.
Sobre el financiamiento requerido, se refiere al que ha sido otorgado por IFIs, con mecanismos de la LMV, posibilitados a través de procesos de titularización, no aplican otras fórmulas de fondeo;  para créditos de vivienda, para el desarrollo de proyectos inmobiliarios,  para el financiamiento de infraestructura,  de inversión pública,  sindicados conjuntamente con banca pública o instituciones financieras  multilaterales,  con respaldo de los Fondos de Garantía Crediticia,  productivos específicos que se puedan garantizar con fideicomisos mercantiles sobre inventarios de materia prima, de productos en proceso u otros bienes que determine la Junta Bancaria. 
Se prohíbe para garantizar operaciones de consumo, se deben inscribir en el Registro de Mercado de Valores, RMV y se debe observar la normativa adicional a ser dictada por Junta Bancaria para ser considerado como garantía adecuada.
Se contempla que los fideicomisos de garantía ya constituidos, que garantizan operaciones distintas de las permitidas, quedan vigentes, pero congelados 
En cuanto a titularización, se prevé que puede ser de cartera, de inmuebles, de proyectos inmobiliarios, de derechos existentes o proyectos generadores de flujos, de derechos de cobro sobre ventas futuras esperadas, con garantía solidaria del originador, y con garantía específica por el saldo de la emisión.
Sobre obligaciones la Ley establece que pueden provenir de personas jurídicas de derecho público o privado y sucursales de compañías extranjeras.

Acerca de obligaciones sindicadas, se refiere a las de garantía general, garantía específica / solidarias. 

En referencia a las responsabilidades de calificadores de riesgos se contempla la evaluación de riesgos de administradoras de fondos y fideicomisos, fiduciarias públicas, casas de valores / bancas de inversión, y bolsas de valores. Se prevé máximo de 3 años consecutivos de calificación y que la JPMF, determinará casos en que se requiere dos (2) calificaciones.

En lo que corresponde a auditoras externas se señala máximo de 3 años consecutivos de auditoría, y que esas empresas sólo podrán brindar servicios de auditoría, no asesoría 

También se reguló la materia de conflicto de intereses en cuanto a que no podrán ser representantes legales, directores, administradores de una institución del mercado de valores, quienes ejerzan funciones en otras entidades participantes del mercado de valores

Respecto a comisiones, la JPMF, JRPMF, establecerá parámetros para la fijación de comisiones, honorarios o tarifas que cobren las entidades del mercado de valores a sus clientes 
En materia tributaria, la Ley implica modificaciones a las leyes de esa especialidad. 
Cabe señalar que mediante Resolución 231-2016 de 12 de abril del 2016, se establecieron por parte de la Junta de la Política Regulación Monetaria y Financiera, los capitales mínimos de los diversos actores del mercado de valores, entre ellos, las administradoras de fondos y fideicomisos.

MUNICIPALES 
Fideicomisos y Fondos y Gobiernos Autónomos Descentralizados
En  octubre del  2007, la Asociación de Administradoras de Fondos y Fideicomisos del Ecuador,  fue recibida por la Comisión  en pleno de Presupuesto, Finanzas y Tributación del Municipio Metropolitano de Quito, ocasión propicia para que la Asociación, por intermedio de miembros de su Directorio y del Director Ejecutivo, expusiera las razones de la oposición al Proyecto de Ordenanza que circulo en ese entonces, que se regularía el tratamiento tributario a los fideicomisos mercantiles en el Distrito Metropolitano de Quito.
Posteriormente, se estableció una dinámica de trabajo conjunta entre el Municipio Metropolitano de Quito y la Asociación de Administradoras de Fondos y Fideicomisos del Ecuador, por intermedio de la Dirección Jurídico Tributaria de la Municipalidad, para avanzar en forma interactuada en una Ordenanza que regule el tratamiento tributario a los fideicomisos en el Distrito.

En el año 2009, se intensifica el trabajo, y como consecuencia, el Concejo Metropolitano aprueba la Ordenanza 0292 el 26 de marzo del 2009,   publicada en el Registro Oficial No. 1 del 11 de agosto del 2009, que regula el Tratamiento Tributario Municipal al Fideicomiso Mercantil en el Distrito Metropolitano de Quito.

Cabe señalar que desde el año 2004, se venían produciendo reuniones de trabajo, de remitían comunicaciones, y se hacían contactos con la Municipalidad Capitalina sobre el cobro de tributos a la actividad fiduciaria y de fondos en el Distrito Metropolitano de Quito.
Lo que aconteció en el 2009, constituyó una respuesta, que si bien no satisfizo en todos los puntos las aspiraciones de las administradoras fiduciarias asociadas a la AAFFE, sí admitió gran parte de los argumentos expuestos a lo largo de varios años y, más que todo, estableció reglas del juego claras que antes estaban a la discrecionalidad de las autoridades tributarias municipales de turno como la prohibición de la doble tributación, la definición de cuales fidecomisos se pueden considerar como que acarrean actividad económica, la proporcionalidad territorial de pago en fideicomisos que llevan a  cabo sus actividades en varios cantones, entre otros aspectos fundamentales.
El precedente generado por el, Municipio del Distrito Metropolitano de Quito,  ha sido seguido por otras Municipalidades representativas en el Ecuador, como la Municipalidad de Guayaquil, y ya la Asociación ha planteado la necesidad de que en esa jurisdicción, se expida una Ordenanza que establezca con claridad los parámetros del tratamiento tributario a la fiducia.

Se llevó a cabo una reunión ampliada de la Asociación de Administradoras de Fondos y Fideicomisos, del Ecuador, en noviembre del 2012 en la Ciudad de Guayaquil, para tratar, entre otros temas importantes para las administradoras de fondos y fideicomisos afiliadas a la AAFFE, el del pago de tributos por la constitución y operación de fideicomisos mercantiles en el Cantón Guayaquil.

A la reunión asistieron la mayoría de afiliados y sus representantes y se deliberó sobre las exigencias del Municipio Guayaquileño para el pago de impuestos 1,5 por mil y patente a los fideicomisos, sin distinguir de qué tipo de fideicomiso podría ser sujeto de tal cobro.

Al respecto, la deliberación se centró alrededor de dos realidades: 
1. Lo prescrito en el Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, aprobado en diciembre del 2010, cuya Disposición General Segunda introduce reformas a la Ley de Régimen Tributario Interno., Art. 9, numeral 15, que expresa,     Los ingresos que obtengan los fideicomisos mercantiles, siempre que no desarrollen actividades empresariales u operen negocios en marcha, conforme la definición que al respecto establece el Art. 42.1 de esta Ley. Así mismo, se encontrarán exentos los ingresos obtenidos por los fondos de inversión y fondos complementarios.
2. Las exoneraciones de cobro de patente y de 1,5 por mil consignadas en la Ordenanza No. 0292 de emitida por el Concejo Metropolitano del Municipio de Quito, publicada en el Registro Oficial No. 1 de 11 de agosto del 2009, que manifiesta,     Se entenderá que no ejercen actividad económica, los siguientes tipos de fideicomisos: a. Los de garantía.  b. Aquellos que sirvan para la administración de flujos y /o cartera.  c. Aquellos en los que la gestión del fideicomiso se limita a la tenencia de los bienes fideicomisitos, y el patrimonio autónomo no genere ingresos.   d. Los que no generan o producen bienes o servicios.  e.   Los que no reciben recursos por parte de terceros distintos a los constituyentes.  f. Los que tienen fines comunitarios.   g. Los de titularización.   h. Los que no reciben ingresos operacionales.     La administración tributaria municipal previo análisis jurídico contable, indistintamente de los tipos de fideicomisos que puedan constituirse, verificará si cada uno de éstos ejercen o no actividad económica, para calificarlos como sujetos pasivos de obligaciones tributarias municipales.
Sobre estos particulares, se comentó que en la Municipalidad de Guayaquil, al parecer no habría la suficiente claridad sobre la figura y por tanto, no se produce la necesaria diferenciación de la condición de cada tipo de fideicomiso, que dé pié a acciones de generación de acciones cobro o determinaciones tributarias alrededor de los fideicomisos mercantiles, muy particularmente en el caso de las titularizaciones.

Con estos antecedentes, a efectos de procesar soluciones, de modo similar a las que se identificaron en el caso de exigencias de pagos de tributos en el Municipio Metropolitano de Quito, contando con ese antecedente en el cual, la Asociación de Administradoras de Fondos y Fideicomisos del Ecuador, llegó a conseguir,  a base de intensas gestiones, la expedición de la Ordenanza mencionada; se resolvió que una comisión presidida por el Presidente de la Asociación e integrada por miembros de la misma, conversarán con el abogado Andrés Ortiz, conocedor de temas fiduciarios y conectado por razones de carácter profesional con la Municipalidad de Guayaquil , para plantearle que presente a la Asociación, una propuesta de acciones concretas, tanto  en lo legal como a niveles político-institucionales,  que permitan obtener el objetivo de que la Municipalidad tenga una normativa clara y pueda acoger disposiciones en las cuales determine cuales tipos de fideicomisos no deberían estar afectados por el cobro de tributos tales como los de patente y 1,5 por mil.

Al efecto se prepararon términos de referencia, para solicitar el apoyo de profesional de abogados, conectados con la Municipalidad y que cuenten con el conocimiento y profesionalismo del caso, para que obtengan del Municipio, la aprobación de una Ordenanza que regule el tratamiento tributario a los fideicomisos mercantiles e identifique aquellos que no deben tributar porque no llevan a cabo actividades económicas, tales como el de garantía y  de tenencia, al igual que lo que se consiguió en el año 2009, con el Municipio Metropolitano de Quito.

El Director Ejecutivo de la AAFFE, Ramiro Viteri, dio a conocer que se ha recibido una sola propuesta de servicios profesionales, proveniente del Dr. Andrés Ortiz.
Se deliberó y recomendó que la propuesta se negocie, por ser de valor elevado, responsabilidad que se asignó al Director Ejecutivo con la colaboración de Cicerón Tacle y Francisco Nugué, en ese entonces miembros del Directorio y de Cinthia Álvarez, representante de Holduntrust.
En noviembre y diciembre del año 2012, se recibieron propuestas de los abogados Andres Ortiz y Vicent Durin, una oferta redimensionada en el primer caso, y no se alcanzó una resolución de la AAFFE sobre la materia. 
Con ocasión de la contratación a la CORPEI, Corporación de Promoción de Exportaciones e Inversiones, efectuada en febrero del 2015, y como consecuencia del trabajo que se está desarrollando en el marco de estos compromisos, en julio del 2015 se ha preparado un primer borrador de Ordenanza para deliberarlo y ulteriormente presentarlo a consideración de la Ilustre Municipalidad de Guayaquil.

SUPERINTENDENCIA DE COMPAÑÍAS, VALORES Y SEGUROS
En julio del 2012 se expusieron inquietudes de la AAFFE respecto de la Resolución No CNV-004-2012, publicada en el Registro Oficial No. 730 de 22 de junio de 2012, cuya Disposición Transitoria Segunda dispone que las administradoras de fondos y fideicomisos, deben remitir al Registro del Mercado de Valores, dentro del término de 30 días, contados a partir de la publicación de la referida Resolución, la ficha registral con la información de los constituyentes, constituyentes adherentes y beneficiarios de los fideicomisos y negocios fiduciarios bajo su administración, añadiendo que si, en la información antes referida, se encuentra una persona jurídica, se debe remitir la identidad de sus accionistas, socios, miembros o participes, según corresponda hasta llegar a la identificación de la última persona natural. 
Se expresó que las compañías que integran la Asociación no tienen objeción algún respecto de cumplir con esta obligación de carácter legal.  Sin embargo, dada la magnitud de la información a ser identificada, recopilada y organizada de cada fideicomiso, sus constituyentes, constituyentes adherentes y beneficiarios, y los accionistas, socios, miembros o partícipes de cada uno de ellos hasta identificar a la última persona natural, en caso de tratarse de personas jurídicas; se consideró que el plazo resulta evidentemente corto para cumplir con esta Resolución.

Así lo consideró el Servicio de Rentas Internas, SRI, organismo que mediante Resolución SRI 393, publicada en el Registro Oficial No. 567 de 31 de octubre de 2011, dispuso el envío de la misma información que está siendo requerida mediante la Resolución No. CNV-004-2012, y otorgó un plazo de presentación que vence en el mes de septiembre del año en curso, esto es proporcionando once meses de plazo para cumplir con las indicadas obligaciones.

Se argumentó que la Resolución emitida por el Servicio de Rentas Internas, puede, por otro lado, constituir un útil referente a tomar en cuenta, pues incluyó excepciones relacionadas a las personas jurídicas respecto de las cuales no aplicaba la presentación de su información accionaria, tomando en consideración la dificultad que representa la obtención de dicha información.

Los casos excepcionales referidos constan en el artículo 2 de la Resolución del SRI mencionada en la presente, y se detallan a continuación:

1. Instituciones y entidades que conforman el sector público y las empresas públicas, sujetas al ámbito de la Ley Orgánica de Empresas Públicas;
2. Organizaciones no gubernamentales, fundaciones y corporaciones exentas del pago de Impuesto a la Renta, de conformidad con la Ley de Régimen Tributario Interno y su reglamento de aplicación;

3. Successions indivisas;

4. Organismos que se encuentran bajo el régimen de la Ley de Economía Popular y Solidaria;
5. Sociedades sujetas a la vigilancia de la Superintendencia de Compañías o de Bancos, que se encuentren en procesos de liquidación, en los términos establecidos en la Ley de Compañías y Ley General de Instituciones del Sistemas Financiero, a partir del año siguiente a aquel en que este proceso haya comenzado; y, hasta el periodo fiscal siguiente a aquel en que se haya iniciado su reactivación, de haberse producido tal hecho;

6. Sociedades nacionales o extranjeras domiciliadas en el Ecuador, que coticen sus acciones en bolsa de valores.
Por lo expuesto, se solicitó la expedición de la normativa  correspondiente,  que permita cumplir la obligación establecida en la Resolución No CNV-004-2012, incluyendo una ampliación de plazos para la entrega de información, así como que se contemplen excepciones con referencia a las personas jurídicas, respecto de las cuales debe entregarse la identidad de sus accionistas, socios, miembros o partícipes.
También se expuso ante la Superintendencia de Compañías, el que la Unidad de Análisis Financiero, UAF, ha expedido una serie de normas, reglamentos, instructivos orientados al cumplimiento de la Ley de Prevención, Detección y Erradicación del Delito de Lavado de Activos y Financiamiento de Delitos, y su Reglamento General.

Entre ellos constan Resolución No. UAF-DG-2012-0033 de la Unidad de Análisis Financiero (UAF) / Consejo Nacional Contra el Lavado de Activos, mediante la cual se emite el “Instructivo para la Prevención de los Delitos de Lavado de Activos y Financiamiento del Terrorismo de los Sujetos Obligados a Informar a la Unidad de Análisis Financiero (UAF)”, publicada en el Registro Oficial No. 699 del 9 de mayo de 2012;   el “Reglamento para la aplicación de sanciones por falta de envío de información prevista en la Ley de Prevención, Detección y Erradicación del Delito de Lavado de Activos y Financiamiento de Delitos”, expedido mediante Resolución de la Superintendencia de Compañías, No. SC-DSC-G-12-008 publicada en el Registro Oficial No. 702 de 14 de mayo del 2012;   la Circular de la Superintendencia de Compañías No. SC.IMV.C.G.12.115.0009539 de 3 de mayo del 2012, en la que se establecen plazos para el cumplimiento de disposiciones de la Resolución CNV 2011-008 sobre Lavado de Activos; Resoluciones del CNV, entre otros.

Se exteriorizó la aparente falta de coordinación entre los textos referentes a requisitos derivados de los dos cuerpos institucionales, relacionados con la aplicación de la normativa, Consejo Nacional de Valores-Superintendencia de Compañías, y Unidad de Análisis Financiero, en normativa tal como la aplicable a diversos casos como por ejemplo, conocimiento del cliente, debida diligencia, entre otros.
La Asociación remitió un cuadro comparativo demostrativo de las dificultades antes expuestas.

Sobre estas bases, el 9 de enero del 2013 se llevó a cabo una reunión con la Srta. Superintendente de Compañías, en su despacho en la Ciudad de Quito, junto con el Intendente de Mercado de Valores de Quito y otros funcionarios de la Superintendencia.
En la reunión se abordaron los siguientes temas 
1. En cuanto a la preocupación de los estándares de información diferentes que se requieren por diferentes entidades de control, tales como el SRI, la Superintendencia de Compañías, la Unidad de Análisis Financiero, UAF, la Srta. Superintendente manifestó que constituye decisión oficial que se democratice la información y que, en cuanto a la información que se entregue relacionada a personas jurídicas, en materia por ejemplo de accionistas o socios, se llegue hasta el nivel en que se pueda identificar la persona natural.  En todo caso anunció  que en la página Web de la Superintendencia, que va a tener consistencia con la Web del SRI, se publicará toda la información relacionada con el mercado de valores, emisiones, emisores, obligaciones, títulos, balances y estados financieros, dando así cumplimiento a la Ley del Sistema Nacional de Registro de Datos Públicos, que ha sido elevada a categoría de Orgánica en virtud de la Disposición Reformatoria Tercera de la Ley Orgánica Derogatoria de Burós de Información Crediticia y de la Ley del Sistema de Registro de Datos Públicos publicada en diciembre del año 2012. Se asume que con estas decisiones, las bases de datos que manejen las diversas entidades de control sean requeridas, organizadas y publicadas con criterios únicos.

2. También se planteó por parte de la Asociación la necesidad de aclarar el alcance de la Resolución CNV 009-2012, que establece la obligatoriedad de constituir o crear sucursales si compañías contempladas en el ámbito de la Resolución, entre ellas, administradoras de fondos y fideicomisos, sus ingresos en determinada circunscripción territorial  representan el 20% o más de los ingresos brutos anuales. Se explicó que ello podría ser resultado de una actividad temporal, por lo que se acordó se considere la aclaración de esa disposición para que se contemple el que la creación de sucursales debe corresponder, cuando se produzca habitualmente y en forma continua y sostenida un determinado volumen de negocios.    La Srta.  Superintendente acogió la argumentación, y solicitó a la Asociación la presentación de una propuesta, para mejorar el alcance de la Resolución CNV 009-2012.

3. También se abordaron dificultades concretas suscitadas con la aplicación de las Normas NIIF en los estados contables a ser presentados en los fideicomisos, como por ejemplo la exigencia de que, de conformidad con las normas NIFF se deben generar estados contables en fideicomisos en garantía, cuando ello no corresponde, y cuando  se generan, se producen observaciones. La Srta. Superintendenta reconoció las dificultades experimentadas en la aplicación de las normas NIIF y expresó la necesidad de que las Normas se adopten, adaptándolas en cada medio, como explicó que ha ocurrido en México, por lo que anunció la muy inmediata expedición de regulaciones que recojan y resuelvan las inquietudes que se han ido recibiendo a lo largo del tiempo de la vigencia obligatoria de las NIIF.

4. En cuanto a la  Ley de Mercado de Valores, manifestó que están listas las reformas a la Ley, pero que no se plantea una nueva Ley, sino reformas a  la actual que comprendan modificaciones no solo referentes a tópicos vinculados al mercado de valores, sino que se  introducirán reformas a la Ley de Compañías, con el fin por ejemplo de facilitar la constitución de compañías, sin necesidad de autorizaciones de la Superintendencia, sino mediante la celebración de escrituras públicas en las Notarías, naturalmente cumpliendo los requisitos legales, tema que no se aplicaría a las compañías que se constituyen dentro de las actividades de mercado de valores, por su especial importancia.

5. Finalmente, se planteó a la Srta. Superintendente de Compañías la necesidad de que la Superintendencia aclare a la Agencia Nacional de Transito, ANT, el verdadero alcance de la aplicación del fideicomiso en garantía para la adquisición de vehículos, a efectos de que la ANT respete ciertos compromisos asumidos hace algo más de un año, con relación a la matriculación y responsabilidades por infracciones de tránsito a conductores o vehículos adquiridos mediante esta figura. Se argumentó que las infracciones deben aplicarse a las personas que las cometen ir respectivamente del propietario del vehículo, por lo que ofreció su colaboración en clarificar esta situación.

En referencia a la información a ser remitida a la Superintendencia de Compañías, la Superintendencia en oficio SC.IMV:DJMV.G.12 0016187 de 24 de julio del 2012 expresa que la petición de la Asociación de ampliación de plazos por cuanto la Resolución CNV 004-2012 del 21012 por cuanto instrumentos relacionados establecían un plazo de presentación de información al 31 de diciembre del 2011 y que el cronograma de entrega de información a julio del 2012, se había cumplido en más de un 75%.
En cuanto a las posible falta de armonía entre textos que contienen las normas dictadas por el Consejo Nacional de Valores y las disposiciones constantes en el Instructivo dictado por la Unidad de Análisis Financiero, sobre información sobre prevención de lavado de activos a ser entregadas a las entidades de control, se produjo una contestación explicativa sobre los planteamientos formulados por la AAFFE en oficio No. SC.IMV.DJMV.2012.313 28500 de 11 de octubre del 2012, que aceptó parcialmente algunos de los razonamientos expuestos.

Resoluciones CNV 005 y 006

El 10 de octubre del 2013 se remitió a la Superintendencia de Compañías una comunicación conteniendo un planteamiento de la Asociación de Administradoras de Fondos y Fideicomisos del Ecuador, AAFFE, sobre la necesidad de introducir revisiones a las Resoluciones del Consejo Nacional de Valores Nos. 005 y 006 2013, la primera publicada en el Registro Oficial No. 85 de 20 de septiembre del 2013 y, la segunda, en el Registro Oficial No. 87 de 24 de septiembre del mismo año.

 

 Se contestó que la Srta. Superintendente estaba ausente del país, tanto por motivos personales –vacaciones- y por tener que atender a otros compromisos de carácter oficial fuera del país.
Con fecha 10 de diciembre del 2013, se envió una nueva comunicación en el sentido de que como Asociación de Administradoras de Fondos y Fideicomisos del Ecuador, se insistía se conteste a la misma sobre los planteamientos formulados en la comunicación de 10 de octubre y sobre el petitorio de ser recibidos.

 

Nuevamente en enero del 2014 se insistió sobre los planteamientos indicados habiéndose recibido como respuesta verbal de parte del señor Intendente de Mercado de Valores de Quito, Ing. Francisco Vizcaíno, que los pedidos de la Asociación han sido canalizados para conocimiento del Consejo Nacional de Valores, órgano que no se reúne desde noviembre del 2013 y que en todo caso, sí están conscientes de los planteamientos formulados por la AAFFE en referencia a la Resoluciones mencionadas.

 
Hay que tomar en consideración que la Resolución CNV 005-2013 fue objeto d reformas con el objeto de ofrecer aclaraciones, mediante la Resolución CNV 007-2013 publicada en el Registro Oficial Nº 123 de Jueves 14 de noviembre de 2013.

 

El día 26 de enero del 2014 se produjo una reunión de trabajo con funcionarios/as de la Intendencia de Mercado de Valores de Quito, presididos por el Intendente, Francisco Vizcaíno.

 

Se le expresó la inquietud de que, habiendo la Asociación presentado una comunicación de 10 de octubre del 2013 a la Superintendencia de Compañías conteniendo un  planteamiento de la Asociación,  sobre la necesidad de introducir revisiones a las Resoluciones del Consejo Nacional de Valores Nos. 005 y 006 2013, ,   y otra, con fecha 10 de diciembre del 2013, insistiendo se conteste a la AAFFE sobre los planteamientos formulados en la comunicación de 10 de octubre y sobre el petitorio de ser recibidos; el Intendente se excusó indicando que el Consejo Nacional de Valores no se había reunido todo ese tiempo y que los pedidos formulados por la Asociación están pendientes de ser tratados en el seno del CNV en estos días que logre reunirse ese organismo colegiado.

 

Fidecomisos inmobiliarios, Reglamento expedido por la Superintendencia de Compañías

El 26 de enero del 2014 se efectuó una reunión de trabajo con funcionarios/as de la Intendencia de Mercado de Valores de Quito, presididos por el Intendente, Francisco Vizcaíno.

Se le expresó la inquietud de que, habiendo la Asociación presentado una comunicación de 10 de octubre del 2013 a la Superintendencia de Compañías conteniendo un  planteamiento de la Asociación,  sobre la necesidad de introducir revisiones a las Resoluciones del Consejo Nacional de Valores Nos. 005 y 006 2013,  la primera publicada en el Registro Oficial No. 85 de 20 de septiembre del 2013 y, la segunda, en el Registro Oficial No. 87 de 24 de septiembre del mismo año;  y otra, con fecha 10 de diciembre del 2013, insistiendo se conteste a la AAFFE sobre los planteamientos formulados en la comunicación de 10 de octubre y sobre el petitorio de ser recibidos; el Intendente se excusó indicando que el Consejo Nacional de Valores no se había reunido todo ese tiempo y que los pedidos formulados por la Asociación están pendientes de ser tratados en el seno del CNV en estos días que logre reunirse ese organismo colegiado.

En la reunión se aprovechó para plantear a la Intendencia de Mercado de Valores, algunos tópicos de preocupación que han hecho llegar nuestros asociados sobre diversos temas a saber:

a. Con ocasión de la expedición del Reglamento de Funcionamiento de las Compañías que realizan Actividad Inmobiliaria, Resolución de la Superintendencia de Compañías No. 14, Registro Oficial 146 de 18-dic-2013, se planteó la necesidad de que se aclare quien certifica el punto de equilibrio en los encargos   fiduciarios, a lo cual se contestó que esa responsabilidad debe ser establecida expresamente en los contratos que se celebren y el Intendente informó que algunas administradoras fiduciarias están inclusive contemplando la existencia de comités para que definan el cumplimiento de este requisito previsto en el Reglamento mencionado.

b. También se planteó la preocupación de la Asociación en referencia a la interpretación que está haciendo la Superintendencia de Bancos en torno a que titularizaciones que efectúen instituciones financieras no solamente pueden ir respaldadas en cartera hipotecaria y/o prendaria sino en otras formas de titularización con otras garantías, lectura restrictiva de lo que actualmente se permite en la Ley General de Instituciones Financieras, ante  lo cual la Intendencia manifestó compartir la preocupación y expresó que va trasladar la misma al CNV, órgano colegiado  donde el Superintendente de Bancos ocupa una membresía.

c. También se hizo referencia a procedimientos adoptados por el SRI al glosar como sujetos de pago de impuestos a rendimientos obtenidos por entidades financieras cuando las mismas adquieren valores provenientes de titularizaciones originadas en esas mismas instituciones financieras, contrariando lo establecido en el Código de la Producción en tanto en cuanto este tipo de rendimientos están exentos de impuestos, restringiendo el acceso de esta opción de inversiones permitida por la Ley, tema sobre el cual, la AAFFE ya ha solicitado al SRI ser recibidos para que se aclare el tratamiento de la figura.

d. El Intendente solicitó que se trasmita a las administradoras afiliadas a la AAFFE que con el objeto de defender la figura del fideicomiso,  las Intendencias de Mercado de Valores de Quito y Guayaquil están promoviendo reuniones con cada una de las administradoras de fondos y fideicomisos, a fin de que identificar prácticas que podrían generar inquietud en el mercado, muy particularmente en torno al fideicomiso inmobiliario, por lo que se solicita a nuestros asociados la mayor colaboración en esta línea de políticas de la autoridad.

Captura de información y fichas registrales
Luego de varias reuniones que se han mantenido entre las compañías fiduciarias que integran la Asociación, en referencia a la obligatoriedad para la implementación del Sistema de Captura de Información y el efecto que ello conllevaría para las mismas, se planteó mediante oficio de 28 de octubre del 2014, por parte de la AAFFE a la Superintendencia de Compañías que expuso lo siguiente:

a. De acuerdo a lo requerido mediante Oficio SCV-IRQ-DRMV-SPOEI-2014 de agosto del 2014, el plazo para el ingreso de toda la información referente a los negocios fiduciarios en el Sistema de Captura de Información, sean estos negocios inscritos o no inscritos en el Catastro Público de Mercado de Valores - antes de que la no presentación sea considerada como incumplimiento -, venció el 30 de noviembre de 2014. 

b. Existe una inmensa cantidad de información a ingresar, y que la misma corresponde a aquella que constaba en la “Ficha Registral” que se manejaba previamente, por lo que  solicitamos, en guarda del debido cumplimiento de estas obligaciones por parte de  las administradoras fiduciarias que son parte de AAFFE y,  del buen resultado de contar con la información en el Registro en mención, se prorrogue el plazo para la carga de información de los negocios fiduciarios, por lo menos hasta marzo del año 2015.

c. Resulta físicamente imposible el completar la aspiración de la Superintendencia de contar con la información a que se refiere el Oficio de agosto del 2014, tomando en consideración que la minuciosidad de la información que requiere el Sistema de Captura de Información, abarca datos de cada persona actora de un contrato de fideicomiso, es decir constituyentes, constituyentes adherentes y beneficiarios, lo cual conlleva un conglomerado de personas y por ende de información, extremadamente extenso.

d. En referencia a las Fichas Registrales, las administradoras fiduciarias periódicamente han remitido la información allí contenida en forma física o documental a la Superintendencia de Compañías, la misma que entenderíamos debe haber sido incorporada a las Bases de Datos Institucionales de la entidad de control; sin embargo, se solicita que nuevamente   sea enviado en esta ocasión en forma electrónica exigiéndose documentos ya presentados en el mismo órgano administrativo con anterioridad.

e. El ingreso de información de los partícipes de los Negocios Fiduciarios (Constituyentes y Beneficiarios) como Origen, Nacionalidad, País, Dirección, referencias, teléfonos y correos de las Personas Jurídicas Nacionales en el registro de datos, no procedería requerir la misma pues esa información ya consta en las bases de datos de la entidad de control.
f. El Sistema de Captura de Información debe permitir a las administradoras de fondos y fideicomisos realizar cargas de archivos digitalizados, mismos que podrían obtenerse de las bases de información que actualmente manejan las fiduciarias, para así realizar un trabajo óptimo, con la ayuda de herramientas informáticas que puedan facilitar el trabajo.    

g. De los múltiples intentos que han realizado cada una de las administradoras fiduciarias, respecto de la carga de información, la conclusión general es que el sistema no corre en debida forma, ya que no permite avanzar a un ritmo normal, o se cuelga y se sale de las pantallas. 

Algunos han intentado inclusive subir información los fines de semana y nos les ha sido posible con resultados desalentadores. En otros casos, intentando subir la información, a ciertos usuarios les aparece ciertas pantallas a completar y, a otros 
Usuarios, pantallas completamente diferentes, o que no permiten editar la información que equivocadamente se puede colocar.

h. El Sistema de Captura de Información no arroja una validación por cada negocio, de que la carga ha sido exitosa o ha concluido en debida forma. Es evidente la necesidad de un respaldo a efectos de evidenciar el completamiento del ingreso de la información.

Se requiere por tanto, conocer la capacidad del Sistema y la forma en la cual el mismo, respaldará y guardará la información que se ingresa, pues una vez realizado el ingreso, la responsabilidad de custodia sobre la misma, recaería sobre la institución a su cargo, previendo la posibilidad de realizar actualizaciones, lo cual no debería significar pérdida o nueva carga desde cero de la información.

i. Una vez realizada la carga de información de cualquier negocio fiduciario (inscrito o no inscrito en el Catastro Público de Mercado de Valores), se tiene la opción de obtener para impresión, una especie de resumen a la información ingresada, documento éste, que no indica toda la información que en realidad se ha ingresado, sino sólamente parte de ella, lo cual significa la realización de un trabajo sin un resultado pleno, pues en el transcurso del tiempo, el sistema debería convertirse en una fuente no solo de registro,  sino también de información para las administradoras fiduciarias, actores del mercado de valores. 

Por lo mencionado, el reporte que emita el Sistema de Captura de Información debe ser completo, constando en él toda la información cargada.

j. Existe cierta información por ingresar que consta marcada como obligatoria (es decir que sin ella el sistema no permite realizar la carga de información y no permite continuar con el proceso), y que, sin duda, no ha sido parte de un análisis adecuado. En relación a la información considerada obligatoria, cabe hacer mención a los casos puntuales más notorios que son:
· Al reportar la constitución de un negocio fiduciario, uno de los campos obligatorios dentro de la pestaña “Actos Jurídicos” constituye la indicación de la fecha de inscripción del negocio fiduciario en el Registro Mercantil, lo cual como se conoce, no posee un asidero jurídico ni práctico.

· Al reportar la constitución de una titularización, existen varios campos identificados como “Descripción Valoración Patrimonio Autónomo Inicial o Actual”, se solicita seleccionar 1 de éstas opciones “Activos Financieros, Activos No Financieros, Pasivos Financieros o Pasivos No Financieros”, Además piden dar una “Descripción”, así como colocar el “Valor del Patrimonio” y la “Fecha de Valoración”, información que no tiene relación con una actividad como la fiduciaria, así como la constante en otras pantallas como “Datos de perito avaluador” y “Datos del Bien avaluado”,  que tampoco tendrían relación con la titularización, ni se sabe cómo llenarlas. 

Sobre este tema se pide además se indique la periodicidad de las rendiciones de cuentas, lo cual como como se conoce, en las titularizaciones se emiten dos, una para el Originador y otra para los Inversionistas, sin saber cuál es la que se debe colocar.

· Al reportar la constitución de un fideicomiso de garantía por ejemplo – dentro de los no inscritos en el Catastro Público de Mercado de Valores -, se solicita “capital suscrito, pagado, autorizado, acciones”, lo cual no posee un asidero jurídico ni práctico.

· En “Información General de la Fiduciaria”, aparece pre determinado el nombre del “Oficial Fiduciario” y su “Cédula”. En su lugar se debería figurar el RUC y Razón Social de la fiduciaria. 
Reunión con la Superintendencia de Compañías, Valores y Seguros en Guayaquil

Producto de una reunión de la Asociación de 24 de abril del 2015 en Guayaquil, se consiguió efectuar una reunión con la Superintendencia de Compañías en Guayaquil, el 27 de abril del 2015, con la abogada Suad Mansur, Superintendenta de Compañías y Valores, Rafael Balda Intendente de Mercado de Valores, a que se unieron por la CORPEI, Ricardo Estrada, Lourdes Luque y Eric Vinueza.

En la misma se mencionó por parte de la Superintendenta de Compañías, Valores y Seguros, que ha tenido conversaciones tanto con empresas del sector como con la Asociación – AAFFE. Aparentemente el sector no visualiza que existe la mala imagen de que los fideicomisos se los utiliza para desviar patrimonio y evitar el cobro de impuestos.

Se señaló que existen temas sensibles por ejemplo el cobro de la tasa por gestión de contratos inmobiliarios que en un momento se hizo como un tema obligatorio y que a percepción de la Superintendencia en vez de verlo (las Administradoras) como una herramienta para ganar campo en la actividad se comenzó con un cobro exagerado el cual generó el malestar por parte de los constructores.

Se mencionó que es muy importante que las administradoras tengan suficiente personal técnico y capacitado para manejar sus volúmenes de negocios, han encontrado instituciones que no tienen una contabilidad acorde. La Superintendenta no conocía por ejemplo que existen demandas irracionales al momento de calificar a las administradoras.

Comentó que estaría dispuesta a conversar con los actores y la Asociación para buscar consensos y mejorar la eficiencia de la actividad en miras de incentivarla, indicó que es una “muy buena herramienta”, que debe ser regulada.

La Superintendenta expresó que busca que las Administradoras de Fideicomisos, se vuelvan un aliado con la Autoridad, ya que deben buscar precautelar el buen manejo y gestión de recursos y actividades con el fin de proteger a los más vulnerables que son los clientes finales.

En lo correspondiente al tema de trabajar en la elaboración de criterios de indicadores para calificar a las administradoras de fondos y fideicomisos, estaría con apertura a escuchar propuestas del sector en miras de buscar una regulación acorde a la realidad del sector.

Para la Autoridad la actividad de fideicomisos, es un privilegio, es una licencia que tiene una actividad que tiene que ser imparcial, sin vinculaciones.

La Superintendenta se mostró de acuerdo con que la Asociación plantee una autorregulación, sin embargo existen temas sensibles que la Autoridad debería regular y delegó a Rafael Balda.

Por su parte, CORPEI propuso:

-Crear un grupo de trabajo para revisar los criterios de indicadores para calificar a las administradoras de fondos y fideicomisos buscando un instrumento que ayude a la Autoridad y contemple la realidad de la actividad.

-Se expuso que se está trabajando con el sector en propuestas, en miras de buscar oportunidades para el desarrollo y dinamización del sector productivo desde el sector, volviéndose un aliado estratégico con la Autoridad.

-Éste trabajo será canalizado a través del Intendente de Mercado de Valores. CORPEI se ofreció como articulador para la búsqueda de consensos que sean beneficiosos para la Autoridad y los actores privados.

SRI
Consultas al SRI, sobre pago de impuesto a la renta en fideicomisos de inversión
En enero de 2012, la Asociación de Administradoras de Fondos y Fideicomisos Mercantiles del Ecuador expuso inquietudes respecto del tratamiento tributario aplicable a los Fideicomisos de Inversión, ello en vista de lo dispuesto por los artículos 9 # 15 y 42.1 de la Ley de Régimen Tributario Interno, así como por el artículo 68 de su Reglamento.

De las disposiciones señaladas, se planteó que surge la duda respecto de considerar si el tratamiento tributario de los Fideicomisos de Inversión, podría equipararse al de los Fondos de Inversión, ello en virtud de que ambos tipos de negocios fiduciarios tienen por objeto administrar, por cuenta de terceros, los aportes monetarios realizados por constituyentes en el primer caso, y por inversionistas en el segundo, sin que, en el entendimiento de estos negocios, éstos realicen actividades de tipo industrial, comercial, agrícola o  de prestación de servicios que regularmente sea realizada a través de otro tipo de sociedades, cuyos ingresos sean gravados, ello en virtud de que la única sociedad que tiene un objeto similar al del Fideicomiso de Inversión, es el Fondo de Inversión, sociedad que por disposición legal obtiene ingresos exentos.

Estas consultas fueron antecedidas de reuniones entre representantes de la AAFFE y el SRI, consultas que fueron objeto de contestación por parte del SRI, en el sentido de que, atendiendo el texto de la Ley de Régimen Tributario Interno y su Reglamento General, para efectos tributarios, u  fideicomiso de inversión paga impuesto a la renta y por tanto anticipo, si realiza actividades empresariales u opera un negocio en marcha de tipo industrial, comercial, agrícola, de prestación de servicios y cualquier otra que tenga ánimo de lucro y que constituye responsabilidad de cada administradora el cumplimiento de esta normativa en cada fideicomiso en cuanto a constituir agente de recepción o de percepción respecto de impuestos.

La AAFFE expuso la opinión que, siempre y cuando se cumpla con los requisitos establecidos por el artículo 9.15 de la Ley de Régimen Tributario Interno, los Fideicomisos de Inversión quedarían comprendidos dentro de aquellos mencionados en los artículos 42.1 de la referida Ley y 68 de su Reglamento, entre aquellos que obtienen ingresos exentos del pago del Impuesto a la Renta.

Se expuso la inquietud en consideración del Servicio de Rentas Internas, solicitándole se sirva emitir un pronunciamiento formal, que confirme la apreciación respecto del tratamiento tributario aplicable a los Fideicomisos de Inversión

Como antecedente cabe señalar que la Consulta Popular de 7 de mayo del 2011, planteó la siguiente pregunta:  

“Está usted de acuerdo con prohibir que las instituciones del sistema financiero privado así como las empresas de comunicación privadas de carácter nacional, sus directores y principales accionistas, sea dueños o tengan participación accionaria fuera del ámbito financiero o comunicacional, respectivamente, enmendando la Constitución como lo establece el anexo 3?.”.   
En esta Pregunta, de conformidad con los Resultados de la Consulta publicados en Suplemento Especial del registro Oficial del 13 de julio del 2011, el SÍ ganó con el 61% de los votos, frente a un 39% del NO, produciendo reformas en el Art. 312  de Constitución de la Republica.

La Ley de Mercado de Valores     en su Art. 1.- “Del objeto y ámbito de la Ley”, contempla que, La  presente  Ley tiene por objeto promover un mercado de valores organizado,   integrado,   eficaz   y   transparente,  en  el  que  la intermediación  de  valores  sea  competitiva,  ordenada, equitativa y continua,   como  resultado  de  una  información  veraz,  completa  y oportuna. 
El artículo añade que, El  ámbito de aplicación de esta Ley abarca el mercado de valores en  sus segmentos bursátil y extrabursátil, las bolsas de valores, las asociaciones  gremiales,  las casas de valores, las administradoras de fondos  y fideicomisos, las calificadoras de riesgo, los emisores, las auditoras  externas  y  demás  participantes  que  de cualquier manera actúen en el mercado de valores.

El Art. 3 de la Ley de Mercado de Valores establece qué debe entenderse por mercado de valores     y señala que el mismo utiliza los mecanismos previstos en esta Ley, para canalizar los recursos financieros hacia las actividades productivas, como por ejemplo por provenientes de ahorros a través de fondos de inversión.
Es decir, queda fuera de toda duda que la actividad de administración de fondos, pertenece al ámbito del mercado de valores.

Como consecuencia de la reforma constitucional, La Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder del Mercado, vigente desde octubre del 2011, en la Disposición Reformatoria y Derogatoria Vigésimo Segunda de la Ley mencionada, modifica el Art. 57, y los Arts. 1 y 44 de la Ley General de Instituciones del Sistema Financiero del Ecuador, eliminando de la concepción de integración a grupos financieros, a las instituciones previstas en la Ley de Mercado de Valores, como las administradoras de fondos y fideicomisos.

En esa línea de pensamientos, la administración de fondos, tanto por las reformas a la Constitución, a la Ley General de Instituciones del Sistema Financiera resultantes de la Ley de Regulación y Control del Poder del Mercado, es una actividad ajena a la de actividades financieras, propias de las instituciones de carácter financieros, cuya naturaleza y alcance de operación actualmente está regulada por la Constitución, y las reformas a la Ley General de Instituciones del Sistema Financiera aprobadas mediante el mecanismo expuesto.

La exclusión de cobro de tarifa “0” en materia de IVA a actividades de administración de fondos, que se ubica en el ámbito de actividades del mercado de valores, no se compadece con el razonamiento jurídico expuesto que al parecer ha sido ignorado al emitir las reformas al Reglamento de Aplicación a la Ley de Régimen Tributario provenientes del Interno mediante el Reglamento a la Ley de Redistribución de los Ingresos para el Gasto Social.

Con este antecedente, el SRI, conforme el Decreto Ejecutivo No. 21 de 16 de enero de 2007, publicado en el Registro Oficial No. 12 de 31 de los mismos mes y año, de conformidad con el artículo 10 numeral 19 de la Ley de Mercado de Valores, que atribuye a la Superintendencia de Compañías y a sus respectivas intendencias la facultad de brindar asesoría técnica a las instituciones del sector público sobre la aplicación de la Ley de Mercado de Valores, formuló una consulta materia de su competencia:
En febrero del 2013, el entonces Director del SRI, Dr. Carlos Marx Carrasco recibió a los directivos de la Asociación de Administradoras de Fondos y Fideicomisos del Ecuador, reunión en la cual se le planteó la necesidad de aclarar la situación de la normativa tributaria aplicable a los servicios de administración de fondos de inversión en tanto en cuanto, como consecuencia del Reglamento de Aplicación a la Ley de Redistribución del Gasto Social,  se eliminó a esta actividad como de pago de IVA en tarifa “0”, tal como se consideraba del Reglamento de Aplicación a la Ley de Régimen Tributario Interno, modificado en esta materia por el Reglamento primero mencionado.

El Director General entendió el planteamiento formulado por la AAFFE,  pues como consecuencia de la situación actual, - a partir del reglamento a la Ley de Redistribución del Gasto Social-, se caería en la contradicción que la administración de fondos estarían pagando tarifa IVA 12% dentro de un concepto de “actividad “financiera”,  que de conformidad con lo dispuesto en la Ley de Regulación y Control del Poder del Mercado se considera que las actividades que efectúan las administradoras de fondos y fideicomisos, son “ajenas” a las ,financieras y precisamente por ello se produjo la segmentación de las administradoras de fondos y fideicomisos que pertenecían a grupos financieros.

Se dejó en manos del Director el planteamiento de modificaciones legales de carácter aclaratorio, cuyo documento con fé de presentación me permito anexar, y se comprometió a consultar el planteamiento con el Consejo Nacional de Valores, para proporcionar la respuesta dentro de los conceptos intercambiados con motivo de la cita.
La consulta formulada por el SRI al CNV se formuló en el sentido de que en virtud de la normativa y en razón de que no es facultad del Servicio de Rentas Internas pronunciarse sobre normas ajenas al ámbito tributario, se consulta lo siguiente:

¿Los servicios de administración de fondos, prestados y cobrados por las administradoras de los fondos y fideicomisos de inversión, se encuentran regulados por la Ley de Mercado de Valores?

La consulta fue favorablemente absuelta.

Sobre estos particulares, el SRI, mediante oficio No. 917012012OPTN000529 de 29 de marzo del 2012 se pronunció en el sentido de que para en referencia a tratamiento tributario del fideicomiso de inversión, están sujetos a los beneficios y obligaciones tributarias de las sociedades, tanto los fidecomisos como los fondos de inversión como lo determina el Art. 98 de la Ley de Régimen Truib8tario Interno.
Inversiones en titularizaciones efectuadas en emisiones del mismo titularizador.
El 7 de febrero del 2014, personeros de la AAFFE fueron recibidos por el Dr. Carlos Marx Carrasco para plantearle las preocupaciones en torno a un nuevo enfoque por parte del SRI referente a la retención de tributos en las inversiones que efectúan las instituciones financieras en títulos valores provenientes de titularizaciones de cartera, provenientes de procesos de titularización efectuadas por las mismas instituciones que efectúan esas inversiones.
Se intercambiaron puntos de vista sobre el tema a la luz de las preocupaciones expresadas por la AAFFE, de que una interpretación de la norma en el sentido expuesto, generaría problemas a inversiones en títulos originados en titularizaciones de cartera que adquieren las instituciones financieras originadoras de las titularizaciones, mecanismo que ha sido utilizado desde aproximadamente el año 2003, por lo que,  plantear otra forma de entender las disposiciones legales, podrían acarrear inimaginables y graves consecuencias en términos de pagos de tributos y determinaciones tributarias, lo que se enmarcaría en un preocupante ambiente de inseguridad jurídica.

Asimismo la Asociación expresó que su interés en el tema gira en torno a que las titularizaciones se efectúan mediante fideicomisos y que, un entendimiento diferente de las disposiciones legales, debilitaría esta forma de actividad fiduciaria.

Pudo advertirse en la reunión de trabajo y al mecanismo que se dispuso como producto de la misma, en el sentido de que la Asociación de Administradoras de Fondos y Fideicomisos del Ecuador, presente un planteamiento sustentado lo que lo concretó mediante comunicación de 19 de febrero del 2014.
FIDEICOMISOS DE GARANTÍA PARA ADQUISICIÓN DE VEHÍCULOS

Como consecuencia del Memorando de la Agencia Nacional de Tránsito, No. 0126-DE-ANT-2012, ANT, de 9 de febrero de 2012 en el que se contemplaba que para la matriculación de vehículos nuevos que se adquieran mediante fideicomiso en garantía se requiera, “Para la matriculación de vehículos nuevo o usados adquiridos bajo las figuras de Fideicomiso, se deberá solicitar: a. Factura emitida por la cada comercial (vehículos nuevos); b.  Escritura pública del contrato de adhesión al fideicomiso debidamente inscrita ante el Registrador Mercantil o de la Propiedad en los cantones en los que este actúe como mercantil. “ En la observación se hará constar: “PROPIEDAD TRANSFERIDA AL FIDEICOMISO…”, la Asociación de Administradoras de Fondos y Fideicomisos del Ecuador, mediante comunicación de 24 de febrero del 2012, formuló planteamientos impugnando el contenido de estas disposiciones, lo que motivó que sea convocada la Asociación a reuniones de trabajo con los Directores de Asesoría Jurídica de la ANT y de la Dirección Nacional de Registro de Datos Públicos del Ecuador, DINARDAP, para efectos de conocer cuáles son las alternativas operativas para la matriculación de vehículos adquiridos a través de financiamiento garantizado con fideicomisos. 
En las reuniones estuvieron también representantes de Asociación de Empresas Automotrices del Ecuador, AEADE, y de financistas.
Como resultado de las reuniones, se dejó sin efecto el Memorando de la ANT y se estableció que en los trámites que se ingresen hasta el 8 de abril del ,2012 no se exigirán los documentos del Memorando 126, a efectos de posibilitar el acordar reformas.
El 19 de marzo del 2012 se llevó a cabo una nueva reunión con la Agencia Nacional de Transito, ANT, representada por su Asesor Jurídico Ab. José Saúd, la Dirección Nacional de Registro de Datos Públicos, DINARDAP, representada por el abogado Carlos Jurado, y con personas pertenecientes a las compañías miembros de la Asociación de Administradoras de Fondos y Fideicomisos del Ecuador, AAFFE. Concurrió también el señor Clemente Ponce de la AEADE.
La reunión se caracterizó por los siguientes aspectos:

1. Insuficiente conocimiento de parte de los organismos interlocutores ANT y DINARDAP, sobre la naturaleza del fideicomiso mercantil en garantía. Hubo un momento en que el representante de la DINARDAP llegó a aseverar que el fideicomiso mercantil en garantía es una figura que no está regulada en la Ley.
2. Un cambio de criterio de parte de las instituciones interlocutoras, ANT y DINARDAP, en tanto en cuanto ya NO admitirían la opción de que las adquisiciones de vehículos que se efectúen mediante fideicomiso en garantía, se registren en la ANT a nombre del adquiriente, con un señalamiento de que lo hacen mediante fideicomiso, sino que argumentaron que lo que la Ley de Transito franquea con claridad es que se registren a nombre del propietario, esto es, del fideicomiso.  Reconocieron que han modificado su criterio, debido a las extensas deliberaciones y argumentaciones que tiene que ver con que no queda claro en la Ley si el fideicomiso en garantía, constituye o no un gravamen –como Asociación se ha argumentado que NO es un gravamen-, y que en definitiva ello, - la ANT y el DINARDAP- ven la figura como una limitación o restricción al dominio, especial o peculiar.
3. En referencia a la vigencia de la Resolución del Consejo Nacional de Tránsito publicada en el Registro Oficial del 14 de febrero del 2012, y el Art. 32, que se tiene que ver con Normas Generales para Emisión por Primera Vez, Renovación por Caducidad,
Duplicado por Pérdida, Cambio de Propietario o Características”, y que expresa,  En caso de matriculación de vehículos por LEASING o FIDEICOMISO,
se procederá de acuerdo a cualquiera de los casos que constan en el
presente manual, pero se hará constar en la matrícula lo siguiente: a)
LEASING o FIDEICOMISO.- En la matrícula se hará constar como propietario
del vehículo a quien conste en la factura comercial y/o nota de venta, y
se ingresará un bloqueo por limitación de transferencia de dominio
(gravamen), bajo el concepto de contrato fiduciario, y se registrará como
observación la palabra "LEASING o FIDEICOMISO" según sea el caso., manifestaron que precisamente, dicha disposición es inaplicable de conformidad con la Ley de Tránsito en vigencia que dispone que la matrícula se expida a nombre de quien es el propietario del vehículo.
4. Expresaron que ya no argumentarían a favor de que la adquisición de vehículos bajo la modalidad comentada, se registre en el Registro Mercantil, toda vez que han consultado que, de conformidad con la Ley, la matriculación debe ser efectuada a nombre de quien sea el propietario legal.
5. Señalaron que conocen que alguna compañía administradora de fondos y fideicomisos, cuyo nombre no se reveló, lo que está haciendo es entregar los vehículos contratos de compraventa con reserva de dominio, y que, con este instrumento se concurre a la ANT, para que se matricule con esta observación, sin perjuicio de que se suscribe el contrato de adhesión del constituyente adherente hacia el fideicomiso.  Sugirieron que ésta podría ser una salida de procedimiento, lo que desencadenó un debate sostenido por personeros de compañías afiliadas a la AAFFE, en el sentido de que la forma de adquisición mediante fideicomiso en garantía, no es ni igual ni equivalente a la compraventa con reserva de dominio.
6. Frente a esta argumentación, la DINARDAP señaló que no quedaba otra vía que una reforma de Ley, no especificándose cual Ley, para aclarar temas como si es o no un gravamen o limitación al dominio la adquisición de un vehículo mediante fideicomiso de garantía y otros aspectos que no ofrecen claridad conceptual y legal. De alguna manera se sugirió que podría ser la propia Ley de Tránsito, o también se comentó que en la Ley de Mercado de Valores.
7. En este clima de deliberaciones, se comentó que ante la situación presentada, de que no sería aceptable el registrar estos contratos bajo la modalidad de “reserva de dominio” y que tampoco, para ellos, DINARDAP y ANT, sería aceptable que no se cumpla la Ley, permitiendo que quien no sea dueño del vehículo, aparezca como tal, procesarían en forma conjunta, ANT y de la DINARDAP, una consulta ante la Superintendencia de Compañías, para que aclare el régimen jurídico aplicable en el caso de fideicomiso de garantía, para poder clarificar su forma de registro en la ANT. Este planteamiento mereció comentarios en el sentido de que la Superintendencia de Compañías, no iba a resolver consultas sobre la aplicación de la Ley concerniente a registros a ser regimentados por la ANT.
8. En medio de esta argumentación, el representante de la DINARDAP expresó que este tema se lo va a resolver en la Presidencia de la República y que quedarían los dos caminos antes expresados, o modificación de Ley, o registro con compraventa con reserva de dominio.
9. Frente a los diversos planteamientos provenientes de quienes acudimos alrededor de la AAFFE, los funcionarios Jurado y Saúd expresaron que la ANT y la DINARDAP están sujetos a exámenes de Contraloría sobre la debida aplicación de la Ley, pero que están abiertos y conscientes sobre la necesidad de buscar salidas a los problemas deliberados, que concilien las aspiraciones de las partes, y que con las consultas que van a efectuar en la Presidencia de la República, y luego de estudiar más detenidamente la problemática, se convocaría de nuevo a la Asociación, sin fecha prevista aún,  a comentar resoluciones y/o a  conversar.
10. En este contexto se comentó que el plazo del 8 de abril del 2012, para la vigencia del nuevo sistema de matriculación, se aplazaría, hasta cuando se logre claridad sobre la alternativa buscada.
El 19 de marzo del 2012, se produjo una reunión con los Directores de Asesoría Jurídica de la ANT y de la DINARDAP para efectos de conocer cuáles son las alternativas operativas para la matriculación de vehículos adquiridos a través de financiamiento garantizado con fideicomisos de garantía. La reunión se llevó a cabo en forma clara y muy abierta por parte de las autoridades, quienes además, buscaban, según señalaron, que se cumpla la ley (y demostraron conocimiento del tema jurídico al respecto, más allá de lo comentado en la reunión de ayer). 
1. Inscripción del vehículo a nombre del Fideicomiso, sin registro ante el Registrador Mercantil, y sin la posibilidad de que se anote una limitación en el dominio del vehículo en la matrícula; y,

2. Inscripción del vehículo a nombre del deudor, con registro ante el Registrador Mercantil, con la anotación de una limitación en el dominio del vehículo en la matrícula. Para esta segunda alternativa, la DINARDAP se comprometió a hacer las gestiones tendientes a conseguir una tarifa especial para este registro, la que ojalá se dé sin aplicar una cuantía.

3. Adicionalmente, en lo que respecta a los contratos de compraventa de vehículos y aporte a los fideicomisos de garantía, fueron claros en señalar que éstos se deberán regularizar, sin perjuicio de que el no hacerlo dentro del plazo respectivo, no hará que "se eliminen" las anotaciones vigentes.  En mayo del 2012 en comunicación dirigida al Doctor Alexis Mera Giler, Secretario Nacional Jurídico de la Secretaría Nacional Jurídica de la Presidencia de la República se planteó que se conocía que la Asamblea Nacional por intermedio de su Presidente, ha remitido a consideración del señor Presidente Constitucional de la República, Econ. Rafael Correa Delgado, el proyecto revisado por la misma, referente a la Ley Orgánica para la Regulación de los Créditos para Vivienda y Vehículos, que ha sido enviado mediante Oficio No. PAN-FC-2012-0797 de 9 de mayo del 2012, cuya copia nos permitimos anexar.

Se expuso que en dicho proyecto de Ley no estaba considerada, como forma de garantía para la adquisición de vehículos, el fideicomiso mercantil en garantía, figura regulada en la Ley de Mercado de Valores del Ecuador, Art. 150.

Se argumentó que el fideicomiso en garantía es una figura que ha sido utilizada intensamente entre adquirientes de vehículos, quienes frente a ciertas limitaciones que imponen la adquisición por ejemplo vía aseguramiento con prenda, o que no tienen acceso a créditos bancarios o no les conviene las condiciones en que éstos se proporcionan, acuden a la alternativa del fideicomiso en garantía.

Muchísimas personas, se estima que llegan a casi 150.000, han adquiridos sus vehículos a través del mecanismo expuesto, el fideicomiso en garantía.
Se sugirió que el proyecto de Ley debería también el mencionar como forma de garantía, la adquisición de vehículos mediante fideicomiso, para no dejar por fuera una figura que existe en la legislación ecuatoriana, desde la vigencia de la normativa sobre mercado de valores en el Ecuador, en mayo de 1993. 

De hecho, el fideicomiso en garantía, constituye actualmente un mecanismo que antes de la iniciativa plasmada en el proyecto de Ley comentado, contempla que la falta de pago de un vehículo, se cancele con la entrega del vehículo materia de la garantía.
Se recomendó que lo expuesto constituiría la oportunidad de aclarar el estatus de matriculación de vehículos así adquiridos, pues la actual Ley de Transporte Terrestre, prevé que la matrícula conste a nombre del propietario del vehículo, lo cual no se cuestiona, pero no habilita concretamente que en la matriculación se prevea que el registro conste a nombre del propietario con una anotación que exprese que ha sido adquirido mediante fideicomiso.

Se indicó que ello ha significado que la Agencia Nacional de Tránsito emita disposiciones cambiantes referentes al régimen de registro de matriculación de vehículos adquiridos mediante fideicomiso en garantía, lo cual ha generado preocupaciones por no decir confusiones, a las administradoras de fondos y fideicomisos que laboran en esta rama de actividad, a los vendedores de vehículos y a los propios adquirientes de los mismos.

El 28 de febrero del 2013, la Directora Ejecutiva de la Agencia Nacional de Tránsito Ingeniera Paola Carvajal, y sus colaboradores, recibieron a personeros de la AAFFE, funcionaria quien estaba en antecedentes de los problemas experimentados con la aplicación de sanciones por infracciones y/o delitos de tránsito en vehículos adquiridos con la garantía de un fideicomiso.

La Directora Ejecutiva de la ANT se mostró lo más positiva, remarcó el concepto de que lo que sí debe quedar claro es  que los vehículos adquiridos con la garantía de fideicomisos, la propiedad es de la administradora de fondos, pero se resolvió que al interior de la ANT se procese un campo de información en sistemas,  que incluya la información referente  al futuro propietario, actual adherente al fideicomiso, a efectos de poder efectivizar la aplicación y cobro de multas por infracciones de tránsito.

También se decidió considerar el incorporar una normativa en el Manual de Títulos Habilitantes de la ANT o en la Resolución 040, para contar con normativa que permita que claramente quede establecido que el cobro de la multa se practique en el/la infractor consistente en el adherente al fideicomiso, futuro propietario.    Solo en el caso de que resulte difícil determinar a esa persona, la administradora asumiría la responsabilidad correspondiente.

Asimismo se informó que la banca, particularmente el Banco del Pacífico, está habilitando el espacio de información para que quede identificable con claridad la información referente al propietario del vehículo y la del adherente, para facilitar el cobro y pago de multas.
La entonces Directora Ejecutiva de la ANT mencionó que con este avance, se va a implementar en corto plazo un procedimiento de cobro por coactiva por lo que consideró positivo el aclarar en los casos de vehículos adquiridos con fideicomisos e infracciones cometidas por los poseedores de esos vehículos, que el cobro del multas la ANT las procesaría en primer lugar en la persona del adherente y, en segunda instancia, al fideicomiso.
Aceptó que para la redacción de modificaciones del Manual de Títulos Habilitantes y/o de la Resolución pertinente al tema por parte de la ANT, se incorporen los abogados de las administradoras de fondos relacionados con la experiencia de la materia.

Con las comunicaciones internas que envió la ANT a sus agencias, se superó el tema de requerimientos de documentación para renovación de matrículas; sin embargo, aún existe cierta incertidumbre sobre el tema de las multas por infracciones de tránsito, para lo cual la Directora estableció una agenda para tratar esta materia. 
Registro de matriculación de vehículos en el SRI

El 10 de abril del 2013 el SRI invitó al Director Ejecutivo de la AAFFE para solicitar la colaboración del  caso por intermedio de la Asociación de Administradoras de Fondos y Fideicomisos del Ecuador, AAFFE, a efectos de mejorar el registro de matriculación de vehículos en el SRI, de aquellos adquiridos  mediante fideicomiso en garantía.

Dicha Institución había tenido conversaciones con funcionarios de algunas compañías asociadas a la Asociación de Administradoras de Fondos y Fideicomisos del Ecuador, AAFFE en la misma dirección de objetivos sin perjuicio de la coordinación que el SRI mantiene con la Agencia Nacional de Tránsito, ANT, sobre el tratamiento de la matriculación y registro de vehículos adquiridos del modo señalado en la presente.

En concreto se planteó lo siguiente:

1. Sobre la base del Memorando 052-DE-ANT-2012 de 23 de abril del 2012 emitido por la Agencia Nacional de Transito, ANT mediante la cual se establece que en la matriculación de vehículos adquiridos mediante fideicomiso constará que el propietario es el fideicomiso, el SRI solicita que se informe a esta entidad los vehículos adquiridos en esta modalidad para efectos del control tributario que como Institución tienen que realizar sobre la cancelación referente a tributos derivados de la matriculación, incluyendo el denominado impuesto ambiental.

2. Lo anterior es similar al pedido que ha hecho la ANT y que se ha venido conversando con esa Institución, a efectos de que las administradoras de fondos en forma periódica suministren a la ANT la información del listado de vehículos adquiridos mediante fideicomiso en garantía y se mantenga actualizada esa información. Este particular fue tratado en una reunión de trabajo que personeros de la AAFFE mantuvieron con la Ingeniera Paola Carvajal, Directora Ejecutiva de la ANT, en sentido de que se concretaban compromisos de suministro de la información antes indicada, a efectos de que la base de datos de la ANT contenga la identificación del vehículo junto al nombre de la fiduciaria titular de su propiedad y del nombre del tenedor o adherente. Esa misma información requeriría el SRI, por lo que se homologarían las calendarizaciones de la misma información a ser entregada tanto a la ANT como al SRI.

3. Tanto la ANT como el SRI, no cuentan con programas informativos desarrollados a la fecha, como para que esa información pueda ser ingresada en línea lo que evitaría en envío de la información para cada organismo, y, por ello, en el tono más amigable, el SRI solicita esta colaboración.

4. El SRI explica que esta información la requieren a efectos de que se colabore en el control del uso de vehículos adquiridos mediante fideicomiso por personas adherentes, pues se han  producido muchos casos en los que, personas han modificado las facturas de compra, sustituyéndolas como si ya fueran propietarios, por ejemplo, para dedicarlos a taxis, presentándolas así en el SRI para obtener el RUC, eliminando la referencia a la adquisición con fideicomiso en garantía, lo que ha dado lugar a infracciones tanto en relación a las leyes de transito como las de carácter tributario.

5. En relación a la información que se aspira sea entregada, también requerirían una copia del poder – si existen- de las personas que en cada fiduciaria suscriben los contratos a nombre del fideicomiso que se haya constituido, por una sola vez, toda vez que se explicó que de la información recopilada por el SRI hasta la fecha, se recibe esta información con la comparecencia de personas diferentes a los gerentes o representantes legales de las administradoras de fondos y fideicomisos. Solo si se revoca el poder o se otorga a otra persona, habría que actualizar esta información.

JUNTA BANCARIA

PETICIÓN ANTE LA JUNTA BANCARIA PARA OBTENER UN PRONUNCIAMIENTO PARA QUE LAS INSTITUCIONES FINANCIERAS DISTRIBUYAN FONDOS DE INVERSION 

En Mayo, 2012, el consultor contratado por la AAFFE. Dr. Diego Garcés Velalcázar presentó un informe enmarcado en los términos de la propuesta de 13 de abril del año mismo año y los establecidos en el contrato de prestación de servicios de 7 de mayo de 2012, -contratación autorizada por el Directorio de la Asociación en sesión de 25 de abril del 2012-, que contemplaban la ejecución de las siguientes actividades:

1. Análisis  de la legislación y normativa aplicable a la distribución de los fondos de inversión por parte de Instituciones Financieras

2. Análisis de la legislación y normativa aplicable a la Superintendencia de Bancos, Junta Bancaria y Directorio del Banco Central para la realización de nuevas operaciones o servicios financieros
3. Elaboración de la petición a presentarse ante la Superintendencia de Bancos y Junta Bancaria para obtener la autorización para la realización de nuevas operaciones o servicios financieros
4. Reuniones con funcionarios de la Superintendencia de Bancos y Seguros. Miembros de la Junta Bancaria, Consejo Nacional de Valores, Banco Central del Ecuador y en general con funcionarios públicos o privados que requiera la ejecución del servicio propuesto.
ANÁLISIS DE LA LEGISLACIÓN Y NORMATIVA APLICABLE A LA DISTRIBUCIÓN DE FONDOS

1. El artículo 308 de la Constitución de la República señala textualmente: ¨Las actividades financieras son un servicio de orden público, y podrán ejercerse, previa autorización del Estado, de acuerdo con la ley; tendrán la finalidad fundamental de preservar los depósitos y atender los requerimientos de financiamiento para la consecución de los objetivos de desarrollo del país. 
Las administradoras y administradores de las instituciones financieras y quienes controlen su capital serán responsables de su solvencia. Se prohíbe el congelamiento o la retención arbitraria o generalizada de los fondos o depósitos en las instituciones financieras públicas o privadas¨. 

2. Hasta antes de la vigencia de la Disposición Reformatoria Vigésima Segunda de la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No 555 de 13 de Octubre de 2011: 

El inciso quinto del artículo 1 de la Ley General de Instituciones del Sistema Financiero (LGISF) señalaba, que la sociedad controladora y las instituciones financieras integrantes de un grupo financiero serán controladas por la Superintendencia de Bancos y Seguros, en la órbita de su competencia. Formarán parte de un grupo financiero únicamente las instituciones financieras privadas, incluyendo las subsidiarias o afiliadas del exterior, las de servicios financieros, de servicios auxiliares del sistema financiero que regula esta ley, así como las casas de valores y las compañías administradoras de fondo; y 

El artículo 57 ibidem señalaba que para efectos de dicha  ley; se entenderá por grupo financiero al integrado por: a) Una sociedad controladora que posea un banco o una sociedad financiera privada o corporación de inversión y desarrollo, una compañía de seguros y reaseguros, sociedades de servicios financieros o auxiliares previstas en esta ley, las instituciones previstas en la Ley de Mercado de Valores, así como las subsidiarias del país o del exterior de cualesquiera de las mencionadas; y, b) Un banco o sociedad financiera o corporación de inversión y desarrollo que posea una compañía de seguros y reaseguros, sociedades de servicios financieros o auxiliares previstas en esta ley, las instituciones previstas en la Ley de Mercado de Valores, así como las subsidiarias del país o del exterior de cualesquiera de éstas.
3. Conforme a la normativa vigente hasta la expedición de la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado, los artículos 24 y 25 de la Sección VII ¨VENTA DE UNIDADES DE PARTICIPACIÓN¨ Capítulo I FONDOS DE INVERSIÓN¨ del Título IV INVERSIÓN COLECTIVA de la Codificación de Resoluciones del Consejo Nacional de Valores publicada en la Edición Especial No 1 del Registro Oficial de 8 de marzo de 2007, señalan en su orden: a) Art. 24.- 
Venta de unidades de participación.- Se entenderá por venta de unidades, a la realizada a través de la propia administradora de fondos y fideicomisos, o a través de agentes distribuidores; y b) Art. 25.- Agente distribuidor.- Se entenderá por agentes distribuidores, a aquellas instituciones financieras que se encuentren autorizadas por la sociedad administradora de fondos y fideicomisos, las cuales deberán contar con un contrato que les faculte a vender o distribuir las unidades de participación de los fondos que administren, con la infraestructura necesaria para el efecto. El contrato suscrito entre el representante legal de la administradora de fondos y fideicomisos y el agente distribuidor, deberá contener al menos las funciones, obligaciones y oficinas a través de las cuales distribuirán las unidades de participación. 

4. La facultad de las instituciones del sistema financiero para ¨distribuir¨ unidades de participación en los fondos de inversión, si bien no estaba expresamente contemplada en las operaciones señaladas en el artículo 51 de la Ley General de Instituciones del Sistema, se encontraba amparada por la disposición legal contenida en el artículo 61 ibidem que textualmente señala que las instituciones que formen parte de un grupo financiero pueden: a) Actuar de manera conjunta frente al público, ofrecer servicios complementarios y declararse como integrante del grupo de que se trate; b) Usar denominaciones iguales o semejantes que los identifiquen frente al público como integrantes de un mismo grupo, o bien conservar la denominación que tenían antes de formar parte de dicho grupo; en todo caso, deberán añadir las palabras: "Grupo Financiero", y la denominación del mismo; y, c) Llevar a cabo operaciones de las que le son propias a través de oficinas y sucursales de atención al público de las instituciones financieras integrantes del grupo ,ya que la mayoría de las Sociedad Administradoras de Fondos y Fideicomisos que administran fondos de inversión pertenecen a Grupos Financieros.

5. Con la expedición de la Ley Orgánica de Regulación y  Control de Mercado, citada en el numeral tercero precedente, las instituciones previstas en la Ley de Mercado de Valores y más específicamente las Sociedades Administradoras de Fondos y Fideicomisos ya no son parte de grupos financieros, en tal virtud, la capacidad que tenían las instituciones financieras para distribuir las unidades de participación de los fondos de inversión que administraban las Sociedades Administradoras de Fondos que formaban parte del Grupo Financiero, ya no existe y es preciso que, conforme lo señala el inciso final del artículo 51 de la Ley General de Instituciones Financieras, las instituciones financieras requieran autorización de la Superintendencia, para realizar operaciones distintas a las señaladas en dicha disposición legal.

6. Conforme las disposiciones señaladas y basado en la base legal expuesta se procedió a elaborar la petición materia del presente informe:
a. El numeral primero del artículo 3 de la Constitución de la República señala que es deber del Estado garantizar sin discriminación alguna el efectivo goce de los derechos establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales, en particular la educación, la salud, la alimentación, la seguridad social y el agua para sus habitantes.
b. Los numerales 1 y 3 del Art. 11 ibidem señalan respectivamente que: 1. Los derechos se podrán ejercer, promover y exigir de forma individual o colectiva ante las autoridades competentes; estas autoridades garantizarán su cumplimiento; y 3.- Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos humanos serán de directa e inmediata aplicación por y ante cualquier servidora o servidor público, administrativo o judicial, de oficio o a petición de parte.

c. El numeral 23 del artículo 66 íbidem señala que se reconoce y garantizará a las personas el derecho a dirigir quejas y peticiones individuales y colectivas a las autoridades y a recibir atención o respuestas motivadas. 

d. El artículo 213.ibidem señala que las superintendencias son organismos técnicos de vigilancia, auditoría, intervención y control de las actividades económicas, sociales y ambientales, y de los servicios que prestan las entidades públicas y privadas, con el propósito de que estas actividades y servicios se sujeten al ordenamiento jurídico y atiendan al interés general. Las superintendencias actuarán de oficio o por requerimiento ciudadano. Las facultades específicas de las superintendencias y las áreas que requieran del control, auditoría y vigilancia de cada una de ellas se determinarán de acuerdo con la ley.

e. El artículo 283 ibidem señala que el sistema económico es social y solidario; reconoce al ser humano como sujeto y fin; propende a una relación dinámica y equilibrada entre sociedad, Estado y mercado, en armonía con la naturaleza; y tiene por objetivo garantizar la producción y reproducción de las condiciones materiales e inmateriales que posibiliten el buen vivir.

f. El sistema económico se integrará por las formas de organización económica pública, privada, mixta, popular y solidaria, y las demás que la Constitución determine. La economía popular y solidaria se regulará de acuerdo con la ley e incluirá a los sectores cooperativistas, asociativos y comunitarios.

g. Los numerales 1 y 8 del artículo 284 ibidem señalan respectivamente que la política económica tendrá los siguientes objetivos: 1. Asegurar una adecuada distribución del ingreso y de la riqueza nacional. 8. Propiciar el intercambio justo y complementario de bienes y servicios en mercados transparentes y eficientes.

h. El numeral cuarto del artículo 302 íbidem señala que las políticas monetaria, crediticia, cambiaria y financiera tendrán como objetivos: 4. Promover niveles y relaciones entre las tasas de interés pasivas y activas que estimulen el ahorro nacional y el financiamiento de las actividades productivas, con el propósito de mantener la estabilidad de precios y los equilibrios monetarios en la balanza de pagos, de acuerdo al objetivo de estabilidad económica definido en la Constitución.
i. El artículo 308 íbidem señala que las actividades financieras son un servicio de orden público, y podrán ejercerse, previa autorización del Estado, de acuerdo con la ley; tendrán la finalidad fundamental de preservar los depósitos y atender los requerimientos de financiamiento para la consecución de los objetivos de desarrollo del país. Las actividades financieras intermediarán de forma eficiente los recursos captados para fortalecer la inversión productiva nacional, y el consumo social y ambientalmente responsable.

j. El artículo 339 ibidem señala que el Estado promoverá las inversiones nacionales y extranjeras, y establecerá regulaciones específicas de acuerdo a sus tipos, otorgando prioridad a la inversión nacional. Las inversiones se orientarán con criterios de diversificación productiva, innovación tecnológica, y generación de equilibrios regionales y sectoriales.

k. El inciso final del artículo 51 de la Ley General de Instituciones del Sistema Financiero dispone que para la realización de nuevas operaciones o servicios financieros, las instituciones requerirán autorización de la Superintendencia, indicando las características de las mismas. Una vez recibida esta información, la Superintendencia deberá solicitar informe al Directorio del Banco Central del Ecuador. Estas operaciones o servicios podrán ser suspendidos de oficio o a petición del Directorio del Banco Central del Ecuador, cuando impliquen desviaciones al marco propio de las actividades financieras o por razones de política monetaria y crediticia.

l. El artículo 174 de la Ley General de Instituciones del Sistema Financiero reformado por la disposición reformatoria primera de la Ley 2001-55, R.O. 465-S, 30-XI-2001; y, por el Ar. 7 de la Ley s/n, R.O. 498-3S, 31-XII-2008) señala que la Superintendencia tendrá una Junta Bancaria conformada por cinco miembros: el Superintendente de Bancos y Seguros, en la órbita de su competencia, quien la presidirá; el Gerente General del Banco Central del Ecuador; dos miembros con sus respectivos alternos, que serán designados por el Presidente Constitucional de la República; y un quinto miembro, y su alterno, que serán designados por los cuatro restantes.

m. El literal c) del artículo 175 de la Ley General de Instituciones del Sistema Financiero señala que es atribución de la Junta Bancaria c) determinar las operaciones y servicios no señalados expresamente en esta ley que sean compatibles con las actividades de las instituciones financieras;

n. En concordancia con la disposición precedente, el literal c) del artículo 44 del Reglamento de la Ley General de Instituciones del Sistema Financiero dispone Que es atribución de la Junta Bancaria determinar las operaciones y servicios no señalados expresamente en esta Ley que sean compatibles con las actividades de las instituciones financieras;
PETICIÓN A LA JUNTA BANCARIA

Con base a las disposiciones legales señaladas en los parágrafos anteriores y algunos elementos doctrinales, el día martes 8 de mayo de 2012, se presentó en la Superintendencia de Bancos la referida petición.
Esta petición no fue atendida favorablemente como se colige del texto de la comunicación SBS-INJ-DNJ-SAL-2012-606 de 18 de junio del 2012 recibido de parte del Superintendente de Bancos, toda vez que de conformidad con el Art. 51 de la Ley general de Instituciones del Sistema Financiero, corresponde a las instituciones financieras requerir la autorización para la realización de nuevas operaciones o servicios financieros adicionales a los mencionados en la mencionada disposición legal, autorización que deberá contar con el informe correspondiente del Banco Central de Ecuador para poner en consideración de la Junta Bancaria.
PIFF PROGRAMA INTERNACIONAL DE FORMACIÓN FIDUCIARIA

En octubre del 2012 se planteó la posibilidad de llevar a cabo un nuevo programa Internacional de Formación Fiduciaria en forma conjunta con el FELABAN y la Universidad Espíritu Santo.

El fundamento fue de qué se hace necesario profesionalizar a los recursos humanos que colaboran en las administradoras. 
Se informó que en conversaciones mantenidas, se concretó el acuerdo con la Universidad Espíritu Santo, UEES para llevar a cabo del Programa Internacional de Formación Fiduciaria, en los mismos términos que la edición anterior realizad con dicha Universidad.

También el FELABAN, Federación Latinoamericana de Bancos proporciono una respuesta positiva a esta nueva edición del programa, que sería la tercera, toda vez que la AAFFE ha organizado dos ediciones anteriores en los años 2010 y 2011, en Quito y Guayaquil, respetivamente.

También se consideró la idea de que se lleve a cabo el Programa en Quito, toda vez que se apuntaría a conseguir que un contingente representativo de estudiantes provengan de instituciones públicas como el BIESS y el SRI, ante lo cual se onocio que de igual modo, existe un compromiso con la Universidad San Francisco de Quito, USFQ, con la que se efectuó el primer Programa en el Ecuador, pero que el punto de equilibrio financiero para iniciar el programa es superior al que se requiere con la UEES.

La iniciativa no se impulsó por las incertidumbres en torno a nueva o reformas a la Ley de Mercado de Valores, modificaciones sobre las figuras en materia de fideicomisos y administración de fondos, por lo que se consideró que en un ambiente tan cambiante, se deben esperar condiciones más propicias.
CORPEI
Desde agosto del 2014, en la reunión de una Asamblea General Extraordinaria se planteó la conveniencia de contar con el apoyo profesional y de gestión de la CORPEI, Corporación de Promoción de Exportaciones e Inversiones.
El 10 de febrero del 2015 se suscribió un contrato de consultoría entre la Asociación de Administradoras de Fondos y Fideicomisos del Ecuador AAFFE, y la Corporación de Promoción de Exportaciones e Inversiones CORPEI.
El contrato de consultoría tiene por objeto Promover un consenso público – privado en el contenido y alcance de las reformas legales a la regulación de la actividad fiduciaria que está trabajando la Autoridad en la búsqueda de construir una visión realista sobre el aporte positivo de la actividad en especial en mejora de transparencia, confianza y optimización de costos hacia la nueva ingeniería financiera nacional

El contrato contempla la articulación se hará entre la Asociación con la autoridad reguladora, la Superintendencia de Compañías, para 
1. Contar con estudios preliminares necesarios para el proceso de articulación:

a) Mapeo de Actores con incidencia en el logro de los objetivos de la consultoría; es decir identificar aquellos funcionarios y entidades que de alguna forma pueden incidir en la percepción de la actividad fiduciaria por parte de las autoridades tanto del poder Ejecutivo como Legislativo.

b) Análisis de percepción en el gobierno sobre la actividad, incluyendo todos los organismos e instancias del mismo que de alguna manera estén relacionados con la regulación y control de las actividades relacionadas al mercado de valores;

c) Investigar el objetivo implícito y explícito de las autoridades respectivas para el futuro del sector;

d) Mejores prácticas –benchmarking- que usan otros países para proveer las ventajas de la actividad fiduciaria en el Sector Público.

2. 
Elaborar un documento posicional técnico que muestre el impacto positivo del sector en la economía y sociedad ecuatoriana. (Basados en los ejemplos internacionales, proporcionados por el cliente).
3. Elaborar una propuesta de lineamientos de cómo se debe manejar la actividad fiduciaria. (Habrá que hacer consultas con la CFN quien maneja fiduciarias del sector público).

4. Levantar los elementos críticos que deben estar en normativa secundaria sobre la actividad de fideicomiso, alimentadas con las mejores prácticas internacionales.

5. CORPEI se compromete a: 5.1. recibir el o los documentos de trabajo que provea la AAFFE, que contengan y recojan los antecedentes y posición de las entidades y profesionales relacionados con la AAFFE sobre el actual ordenamiento reglamentario, políticas y procedimientos de control y marco conceptual de la actividad, así como sugerencias a la gestión de control, requisitos societarios, técnicos o patrimoniales, y en general proposiciones de textos para, con base a los cuales, preparar  las propuestas de reformas o nuevas normativas; 5.2. Revisar y compartir con delegados de la AAFFE sus comentarios de orden técnico y político a los documentos entregados por la AAFFE, a fin de preparar las versiones que serán puestas a consideración de las Autoridades; y, 5.3. presentar a las Autoridades respectivas, las propuestas de textos y o posiciones técnicas para la elaboración de resoluciones, decisiones normativas, etc., por parte de los órganos  relacionados con la regulación del Mercado de Valores, entre ellos sin ser restrictivos, la Junta de Regulación de la Política Monetaria y Financiera, la Superintendencia de Compañías y Valores u otros similares.

6. En concordancia con lo establecido en el numeral 5 precedente, acompañar a los Clientes en la presentación - ante las diversas Autoridades Reguladoras y otras pertinentes - de las propuestas de lineamientos y o textos alternativos para las normativas del sector de administración de negocios fiduciarios y fondos de inversión.
PRODUCTOS ENTREGABLES.-

Los productos entregables son:

	Entregables
	Mes 1
	Mes 2
	Mes 3
	Mes 4

	Estudios Preliminares

· Mapeo de Actores

· Análisis de percepción 

· Objetivo implícito y explícito

· Mejores prácticas que usan otros países


	X
	
	
	

	Documento Posicional del sector en lenguaje gubernamental


	X
	X
	
	

	Propuesta preliminar de lineamientos para discusión y consensos; tomando en cuenta criterios de la CFN (incluye dos talleres como máximo).


	
	X
	
	

	Propuesta Final de lineamientos: Elaboración de documentos formales consistentes en planteamientos a ser presentados ante autoridades de regulación y control de mercado de valores y entidades relacionadas, que contengan los planteamientos que se acuerden en reuniones con las mismas, con textos de propuestas específicos


	
	
	X
	

	Coordinación de reuniones con autoridades de la Superintendencia de Compañías y demás autoridades pertinentes para la entrega de los lineamientos para la normativa secundaria de la actividad fiduciaria.

Acompañamiento a reuniones


	
	
	
	X

	Reportes por el que se evidencien las gestiones realizadas por la CORPEI para canalizar hacia las Autoridades relacionadas con la regulación y/o control de negocios fiduciarios, propuestas de políticas, resoluciones, decisiones o normativas elaboradas con el auspicio de la CORPEI, con base a planteamientos y sugerencias de la AAFFE. 

	
	
	X
	X

	Informe Final


	
	
	
	X


Mediante algunos correos de información se dio a conocer que se ha entregado a la CORPEI la información solicitada, lo que ha significado el recopilar en la serie años 2008-2014, año por año, compañías por compañía, balance por balance la información requerida por esa organización para que avance en la elaboración de documento posicional que contempla la primera etapa de ejecución del contrato.

La CORPEI ha estado elaborando argumentos en referencia al aporte que significa la actividad fiduciaria y de administración de fondos en materia de generación de empleo, número de empleados y trabajadores, significado de la actividad en materia de contribución de tributos, financiamiento de la seguridad social etc., es decir lo que se podría denominar información de carácter socio económica de lo que significa la actividad fiduciaria y de administración de fondos en el Ecuador, a fin de que, de conformidad con el contrato celebrado, se pueda posicionar de mejor modo a la actividad y a la AAFFE como agentes de verdadero aporte al desarrollo al país,  y de ese modo contrarrestar opiniones desinformadas o incompletas que a veces se exponen sobre estas actividades, especialmente al interior de ciertos órganos y elementos del Gobierno y del sector público.

Mediante correo de 22 de abril del 2015 se difundieron las conclusiones de las reuniones que se han venido celebrando entre la CORPEI y la Asociación de Administradoras de Fondos y Fideicomisos respecto de los principales temas a ser planteados ante las autoridades reguladoras de la actividad fiduciaria y de administración de fondos para precautelar el razonable funcionamiento del sector.

Se indicó que el día 24 de abril del 2015, se dio la primera reunión con el Directorio Ampliado, sobre la propuesta de trabajo de la CORPEI y los puntos fundamentales a ser desarrollados y propuestos, luego, el 4 de mayo del 2015 se efectuó una reunión solo del Directorio Ampliado de la AAFFE para formular observaciones al documento elaborado por la Corporación, y con fecha 14 de mayo del 2015, se ha recibió el documento que constituye las reacciones de la CORPEI  a los planteamientos formulados por la Asociación.
Con estos antecedentes, se avanzó en concretar las propuestas especificas derivadas de los objetivos que aparecen en la matriz anterior y se han incluido capítulos que se relacionarían con propuestas normativas que deberían ir avanzando en los diversos tópicos incorporados y que han sido, como se ha expuesto, objeto de deliberaciones entre CORPEI y la Asociación.

En base a lo expresado, se integró un Grupo de Trabajo sobre la Propuesta Normativa solicitada por la CORPEI, con la participación de, Byron Estrella y Daniela Irigoyen, por FIDEVAL, Laura Salvador y Martin Enríquez por FIDUECUADOR, Carlos Moreno por MMG Trust, Sebastian Peñaherrera por ANEFI y Ramiro Viteri, Director Ejecutivo de la AAFFE.
Fue examinado el documento de objetivos a conseguirse en materia de regulación de mercado de valores para fondos y fideicomisos que fuera propuesto por la CORPEI y que fuera objeto de observaciones y comentarios por parte de la Asociación, por lo que el día 14 de mayo del 2015 se recibió de la Corporación el documento de objetivos con las observaciones formuladas por la AAFFE y las recomendaciones expuestas por la CORPEI.

Se constituyó el grupo de trabajo que colaboró en atender las recomendaciones de la CORPEI, en las propuestas a que se refiere el documento en mención con el siguiente cuadro de trabajos efectuados.
	Tema Matriz CORPEI-AAFFE
	CONSENSOS
	RECOMENDACIONES CORPEI
	RESPONSABLE
	TRABAJO A DESARROLLAR

	1. Fideicomisos Inmobiliarios


	Que las normas se homologuen. (Establecer estrategia); Es Importante la semántica no proponer algo que beneficie al sector, sino beneficio para el comprador final. Buscar el valor agregado que damos a la comunidad. AAFFE - Redactar: Justificativo en un párrafo de porqué vamos a proponer la norma y un borrador de propuesta de norma. Promover el uso de la figura fiduciaria.


	1. De acuerdo a lo acordado en la última reunión (24/04), estamos a la espera del borrador de propuesta de normativa o reforma a la normativa, que deberá llevarse ante la JPRMF para su respectiva revisión y análisis. 2. Es necesario contar con los justificativos correspondientes.


	Martin Enríquez
	Preparar un recopilación de antecedentes resumido sobre el tratamiento jurídico a los fideicomisos inmobiliarios y elaborar una propuesta que consolide la diversa normativa con exigencias no menores a las que se prevén para los proyectos auspiciados por promotores inmobiliarios

CUMPLIDO

	2. Municipales- Fideicomisos y Fondos y GAD


	AAFFE - Redactar: borrador de ordenanza, revisarlo internamente. Importante poner en un párrafo que es lo que quisieran conseguir.


	1. De acuerdo a lo acordado en la última reunión /24/04), estamos a la espera del borrador de ordenanza a plantearse ante el Municipio de Guayaquil, para un tratamiento tributario igual o mejor a la ordenanza que expidió el Municipio Metropolitano de Quito.


	Con la gentil colaboración de MMG Trust y Trust Fiduciaria
	Con el apoyo de la CORPEI conseguir que en el Municipio de Guayaquil se apruebe una Ordenanza al menos igual a la Ordenanza 0292 sobre Tratamiento Tributario a los Fidecomisos Mercantiles, aprobada por el Municipio Metropolitano de Quito

CUMPLIDO

	3. Fideicomisos en Garantía


	Es complejo volver a la situación inicial. Buscar un planteamiento nuevo. Habría que analizar si ponerlo en la mesa ya que pudiera ser un tema que disminuya la capacidad de generar consensos. AAFFE-Redactar: Justificativo en un párrafo de porqué vamos a proponer la norma y un borrador de propuesta de norma.


	1. De acuerdo a lo acordado en la última reunión (24/04), estamos a la espera del borrador de propuesta de normativa que deberá llevarse ante la Autoridad. 2. El justificativo será basado en el uso generalizado del fideicomiso en garantía en América Latina, ¿tienen algún otro argumento? 3. Entenderíamos que la posición sería: Que la regulación permita su uso en el caso del fideicomiso automotriz para personas jurídicas; y se propone dialogar con la Autoridad para proponer una regulación que emitiría la JPRMF para fideicomisos en garantía en general, en la cual se tome en cuenta sus particularidades para contar con una regulación diferenciada por sectores, segmentos, montos, etc.


	FIDEVAL, Byron Estrella y Daniela Irigoyen
	Elaborar corto documento sobre la utilidad del fideicomiso en garantía en el Ecuador y en América Latina, con estadísticas de sustento y plantear que se fortalezca la figura y se permita el fideicomiso en garantía para vehículos en actividades productivas, transporte de pasajeros, mercadería, similares incluyendo la propuesta normativa correspondiente

CUMPLIDO

	5. Fondos de Inversión


	Que los fondos sean permitidos ser distribuidos por otros canales, que no sean los bancarios exclusivamente AAFFE-Redactar: Justificativo en un párrafo de porqué vamos a proponer la norma y un borrador de propuesta de norma. Proponer canales. Ej. Redes del sector público.


	1. De acuerdo a lo acordado en la última reunión (24/04), estamos a la espera del borrador de propuesta de normativa que deberá llevarse ante la Autoridad. 2. El justificativo en un párrafo de porqué vamos a proponer la norma. 3. Incluir dentro de los canales para distribuir fondos de inversión los canales públicos. 


	Pedir la gentil colaboración de FIDUCIA y sus abogados en el tema
	Preparar la justificación correspondiente a este planteamiento que ya se lo formuló en su oportunidad  la Junta Bancaria, junto con la disposición legal que corresponda para consideración de la Junta de Regulación de la política Monetaria y Financiera, incluyendo la posibilidad de que los fondos de inversión puedan canalizarse a través de las compañías aseguradoras que no son ya parte del sector financiero

PENDIENTE

	6. Titularización de Flujos Futuros


	Calificación de Administradoras para verificar su idoneidad operativa. La Superintendencia ya cuenta con una matriz. Buscar un estándar. El Sector está de acuerdo en calificarse, pero busquemos parámetros. AAFFE-Proponer: Sugerir  parámetros, importante tomar en consideración una matriz (Cumple/No Cumple/ Mejore)


	1. De acuerdo a lo acordado en la última reunión (24/04), estamos a la espera del borrador de propuesta de normativa que deberá llevarse ante la Autoridad. 2. El justificativo en un párrafo de porqué vamos a proponer la norma. 3. Es necesario contar con casos reales de empresas que han tenido ésta dificultad para exponerlo a la Autoridad. 4. Aclarar si se quiere o no un límite de emisión en relación al patrimonio. 5. Aclarar si se busca disminuir el porcentaje del 200% del patrimonio para los procesos de titularización. 


	ANEFI, Sebastian Peñaherrera
	Preparar la propuesta normativa relacionándola con la Matriz Productiva e incorporando la evaluación estadística de la figura y del uso del sector público de la misma para los proyectos de vivienda de interés social, incluye la normativa a proponerse

PENDIENTE

	7. Calificación de riesgo de administradoras de fondos


	Calificación de Administradoras para verificar su idoneidad operativa. La Superintendencia ya cuenta con una matriz. Buscar un estándar. El Sector está de acuerdo en calificarse, pero busquemos parámetros. AAFFE-Proponer: Sugerir  parámetros, importante tomar en consideración una matriz (Cumple/No Cumple/ Mejore)


	La Superintendencia de Compañías está realizando visitas para gestionar las calificaciones a las instituciones. Hay que ayudarlos a definir los parámetros de evolución y revisión con que se van a identificar a las administradoras. Ante esta posición es necesario que nos indiquen cuáles son los parámetros que deberían ser considerados.


	HOLDUN, gentil colaboración de  Juan Francisco Andrade
	Preparar corto documento argumentativo de la diferenciación de tratamiento a la calificación de riesgo de las administradoras versus de los fidecomisos que administra, incluye propuesta normativa

PENDIENTE

	9. No pertenencia de administradoras de fondos y fideicomisos a grupo empresarial alguno


	Nunca pertenecer a medios financieros ni a grupos de comunicación. Aclarar que se entiende por grupo empresarial. AAFFE-Redactar: Buscar una interpretación. Redactar propuesta.


	1. De acuerdo a lo acordado en la última reunión (24/04), estamos a la espera del borrador de propuesta de normativa que deberá llevarse ante la Autoridad. 2. Necesitamos que nos faciliten el documento en referencia, que indica la norma / política, o proyecto de ley en la que se plantea ésta problemática. El proyecto de LMV ni la LMV vigente desde mayo pasado coinciden con el artículo 41 referido.   


	Ramiro Viteri, Director Ejecutivo de la AAFFE
	Preparar corto documento argumentativo con base jurídica constitucional, del referéndum llevado a cabo el   del 2011, la normativa que aplica proveniente de la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder del Mercado y las reformas que se plantearían a la LMV

CUMPLIDO

	
	Conseguir unja normativa que regule la patrimonialización de las administradoras en función de fortalecer al sector, mediante indicadores, en forma progresiva. 


	1. Facilitarnos la propuesta de normativa. 2. Realizar una comparación de la propuesta de normativa vs la norma patrimonial vigente.


	FIDUCIA

DOR, gentil colaboración de Julio Mera
	Elaborar corto documento propositivo incluyendo normativa a ser formulada

CUMPLIDO

	
	Conseguir que no se mire al sector de fondos y fideicomisos como antagónico del sector público sino como una figura de apoyo al desarrollo y de mutuo beneficio


	1. Esto se trabajará con el Documento Posicional


	Ramiro Viteri, DE, AAFFE
	Consolidar documentación referencial de la importancia de la actividad fiduciaria y de administración de fondos en el Ecuador en relación  al PIB y a otras variables de desempeño macro

CUMPLIDO


El 12 de agosto del 2015 se efectuó una reunión de Directorio Ampliado para, entre otros temas, deliberar sobre el proyecto de Resolución que estaría por emitir la Junta de Política y Regulación Monetaria y Financiera, estableciendo capitales mínimos para las compañías que operan en fidecomisos, fondos y titularizaciones en el Ecuador, sin perjuicio de que también se van a establecer capitales mínimos de otros actores del mercado de valores, tal como prevé el el artículo 98, título XIV “De los inversionistas institucionales” del Libro 2 del Código Orgánico Monetario y Financiero Ecuador.

Entre las resoluciones adoptadas, se dio paso al pedido de CORPEI de que cualquier recomendación acerca de los capitales mínimos para ser entregada a consideración de las autoridades del mercado de valores, debería tomar como referencia, normativa similar aplicable en casos de México y Colombia, identificar que los actuales niveles de capital no han significado insuficiencia de las compañías para responder por sus obligaciones, y tomar en cuenta que de conformidad con las reformas que impulsa el Gobierno, lo realista es admitir que va a existir un incremento de capitales mínimos para los diversos tipos de actividades.

La Direccion Ejecutiva de la AAFFE, con el apoyo del FELABAN accedió al Sistema de; Información de Respuesta Inmediata, SIRI, que administra dicha organización, obteniéndose las respuestas sobre regulación de capitales mínimos. Cabe señalar que en otros países, la banca es la autorizada a efectuar operaciones en materia de fideicomisos y administración de fondos. Hay otros países que no tienen regulación sobre fideicomisos. 
Cumplimento de la Primera Etapa del Contrato con la CORPEI
Luego de varias reuniones con la CORPEI por medio de la Dirección Ejecutiva, se identificó el cumplimiento de la primera fase del contrato que tienen los siguientes contenidos que incluye:

· Benchmarking de mejores prácticas en otros países en materia de fideicomisos

· Documento posicional de la actividad de administración de fondos y fideicomisos

· Mapeo de actores

· Lineamientos Propuestos para la Aclaración de la Posibilidad de Pertenencia de las Administradoras de Fondos y Fidecomisos a Grupos Económicos o Empresariales No Financieros
· Lineamientos Propuestos para el Tratamiento sobre las Garantías Exigidas a los Procesos de Titularización de Derechos de Cobro sobre Ventas Futuras Esperadas
· Lineamientos Propuestos para la Aplicación de los Impuestos de Patentes y 1.5 por Mil de los Activos por parte de los  Fideicomisos Mercantiles en la ciudad de Guayaquil
· Lineamientos Propuestos para la Homogenización del Tratamiento Legal de los Proyectos Inmobiliarios
· Lineamientos para reformas en el tratamiento de fidecomisos en garantía en la legislación ecuatoriana

Estos entregables tienen sus archivos y se los remite para comentarios de los Asociados.

Reorientación de los objetivos del contrato con la CORPEI
El 23 de septiembre del 2015 se llevó a cabo una reunión con los consultores de CORPEI con el propósito de dar a conocer los avances de la consultoría a los representantes de la asociación, así como revisar el estado de la consultoría conforme al entorno actual y la posibilidad de alcanzar los objetivos planteados en la consultoría.

Luego de varias reuniones efectuadas en febrero y marzo a base de una aproximación que hicieron las autoridades de la Asociación con la CORPEI en enero del 2016, en el que se contempló que se tuvo consenso en que la mayoría de los documentos fueron presentados y entregados paulatinamente durante la gestión de la consultoría. Sin embargo, hubo productos que por diferentes razones, consensuadas con la Asociación, no pudieron realizarse.

Contrato con la CORPEI Segunda Etapa

Propuesta de hoja de ruta para la nueva intervención

Hoja de Ruta de la Nueva Intervención

Retomar lo conversado con el Intendente de Mercado de Valores para llevar a cabo mesas de trabajo con el sector de administración de fondos y fideicomisos; para esta reunión es necesario que la Asociación identifique cuáles son los temas (top ten), en orden de prioridad, que se plantea abordar con la Autoridad en miras de optimizar procesos de control aplicable a las administradoras de fondos y fideicomisos.

Ante la identificación de los temas (top ten) que la Asociación quisiera abordar, se sugirió que es importante tomar en cuenta lo siguiente:

i. Que al final, el resultado de los talleres no quede en buenas intenciones, sino que se identifiquen temas, cuyos resultados puedan ser aplicables. Por ejemplo: priorizar en temas que aterricen en un documento de entendimiento como “Homologar las normativas y la forma de aplicación de las mismas, en Quito y Guayaquil” en vez de hacer referencias a relaciones con funcionarios de la Superintendencia que han prestado servicios en las administradoras.

ii. Una vez identificados estos temas, se sugirió realizar una priorización o ranking, tanto en posibilidad de éxito como en importancia de su obtención, para tratar de obtener los principales, ojalá todos, pero en orden de prioridad, que sean de importancia y a la vez de urgencia para el sector con miran a prever temas que podrían quedarse en la negociación.

iii. Ante estos temas es necesario, elaborar una estrategia para abordarlos durante las reuniones con la Autoridad. Es importante en esta etapa contar con ejemplos reales con evidencias de afectación a las empresas del sector. Lo expuesto con el compromiso de que las empresas miembros de la Asociación estén dispuestas a entregar información y transparentar su problemática.

iv.  CORPEI, elaborará un documento posicional, tomando en consideración los temas antes expuestos.

Durante la reunión con la SICVS, se buscará:

i. Conocer cuál es la visión macro de la Autoridad y la Institución que representa, con respecto al sector y las normativas que le atañen.

ii. Es importante que las empresas miembros de la Asociación estén dispuestas a hacer un reconocimiento de casos de malas prácticas que se han registrado en el sector, y tener propuestas / mecanismos para solventarlas.

iii. Habría que tener identificada una estrategia, si la Autoridad como se cree que pasará, para impulsar la autorregulación.

2016

FINALIZACIÓN DEL CONTRATO CON LA CORPEI
Habiendo alcanzado la ejecución de la primera fase del contrato con la CORPEI, quedaba pendiente la ejecución de la segunda parte. No obstante, se consideró que los resultados alcanzados mediante el contrato de consultoría con la CORPEI, fueron revisados por el Directorio de la Asociación y se resolvió aprovechar los insumos alcanzados hasta su ejecución en mayo del 2016, en que se resolvió terminar la contratación y no continuar con la segunda parte de la consultoría. En base a los resultados obtenidos de la ejecución de la primera parte de la consultoría con la CORPEI, se consideró recomendable realizar un ejercicio de planificación estratégica para posicionar a la Asociación en el entorno contemporáneo que se vive.
Municipales 2016

Punto de inicio de pago de tributos en fideicomisos inmobiliarios, consecuencia de la vigencia de la la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión de Suelo
Con ocasión de la expedición de la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión del Suelo, publicada en el Registro Oficial Suplemento No.790 de 5 de julio del 2016, en octubre 2016, se envió al Municipio Metropolitano de Quito una solicitud de correcta aplicación de la Ordenanza Metropolitana No. 0292 de agosto del 2009, como consecuencia de la vigencia de la la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión de Suelo. 

Se expuso que, de conformidad con la definición contenida en la Codificación de Resoluciones expedidas por el Consejo Nacional de Valores (Art. 17, numeral 3, Sección I, Capítulo I del Título V),   contrato de  fideicomiso mercantil inmobiliario es aquel “en virtud del cual el constituyente o constituyentes transfieren uno o varios inmuebles y/o dinero necesario para la adquisición del terreno o para el desarrollo del proyecto inmobiliario, con la finalidad de que la fiduciaria administre dichos bienes y realice gestiones administrativas ligadas o conexas para el desarrollo y ejecución del proyecto inmobiliario, de acuerdo con las instrucciones señaladas en el contrato y en favor de los beneficiarios instituidos en el mismo” (lo subrayado es nuestro).
Se argumentó que en este tipo de contratos el objeto y actividad principal es el desarrollo de un proyecto inmobiliario sobre el inmueble que sea transferido al Fideicomiso, conforme las instrucciones específicas que se establezcan en cada contrato.  Adicionalmente la misma normativa establece que el inicio de la construcción y desarrollo del Proyecto debe darse una vez que se declare el punto de equilibrio del Proyecto, momento en el cual la Fiduciaria puede dar inicio a la construcción con los recursos que han sido entregados para el efecto y aquellos pagados por promitentes compradores del Proyecto. 

Se señaló que el Art. 30, numeral 6, Sección I, Capítulo I, Subtítulo III, Título II de la Codificación de Resoluciones expedidas por el Consejo Nacional de Valores establece que para el caso de los fideicomisos mercantiles inmobiliarios, la fiduciaria deberá:
“6. Vigilar, verificar y certificar, bajo su exclusiva responsabilidad, el cumplimiento de al menos los siguientes parámetros para la conformación del punto de equilibrio: 6.1. Que se acredite el perfeccionamiento de la transferencia de dominio del bien o de los bienes inmuebles al patrimonio autónomo, mediante la correspondiente inscripción en el Registro de la Propiedad; 6.2. Que sobre el inmueble no pese orden judicial o administrativa de prohibición de enajenar, gravamen o limitación al dominio; en este último caso, se excluyen las servidumbres legales; 6.3. Que los constructores y/o promotores acrediten experiencia, solvencia, capacidad técnica, administrativa y financiera acorde a la magnitud del proyecto; 6.4. Que los constructores y/o promotores presenten el respectivo estudio de factibilidad, que deberá contener como mínimo los estudios de mercado, técnico y financiero que soporten la viabilidad técnica, financiera, ambiental y socio-económica del proyecto. Adicionalmente, deberán presentar el presupuesto y cronograma de la obra que incluya el tiempo estimado de ejecución de la misma, y en caso de ser por etapas se incluirá el presupuesto y cronograma por etapas; 6.5. Que se hayan obtenido las aprobaciones, autorizaciones y permisos pertinentes para la construcción y desarrollo de la obra, de acuerdo a los requerimientos establecidos en la ley y demás normas aplicables; 6.6. Que el financiamiento haya alcanzado el cien por ciento de los costos directos de todo el proyecto; y, en caso de ser por etapas, que el financiamiento haya alcanzado el mismo porcentaje de dicho costo por cada etapa; 6.7. Que la ocurrencia del punto de equilibrio se dé dentro del plazo establecido en el contrato, el cual podrá ser prorrogado hasta por dos veces. (…)
Mientras el administrador fiduciario no certifique el punto de equilibrio, los recursos entregados por los promitentes compradores no podrán ser utilizados para el desarrollo del proyecto y deberán mantenerse invertidos en títulos valores que coticen en el mercado de valores, o depositados en entidades del sistema financiero con calificación de riesgo mínima de BBB, bajo los principios de rentabilidad, seguridad y liquidez (…)”. Lo subrayado es nuestro. 
 
Se explicó que en base a estos parámetros generales, en cada contrato de Fideicomiso Mercantil Inmobiliario se establecen las condiciones que deben cumplirse o alcanzarse para declarar el equilibrio legal, técnico y financiero que en conjunto dan lugar al “Punto de Equilibrio”, que reiteramos es el hito que marca el inicio de la construcción y por tanto el inicio de las actividades y finalidad propia del fideicomiso.  

Es por ello que, al amparo de lo dispuesto en la Ley de Mercado de Valores, Libro II del Código Orgánico Monetario y Financiero, y en la Codificación de las Resoluciones del Consejo Nacional de Valores, los recursos que reciba el Fideicomiso por parte de los promitentes compradores, mientras no ha sido certificado el cumplimiento de los factores de equilibrio, deben ser invertidos por la Fiduciaria, de manera que de no cumplirse con el punto de equilibrio se restituyan los dineros a los compradores con su respectivo rendimiento. 

En concordancia con lo anterior, la Ley Orgánica de Régimen Tributario Interno en su artículo No. 42.1, establece que el cumplimiento del punto de equilibrio del proyecto inmobiliario representa el momento de inicio de la operación efectiva, en los términos que se describen a continuación: “Art. 42.1.- Liquidación del Impuesto a la Renta de Fideicomisos Mercantiles y Fondos de Inversión.- Conforme lo establecido en esta Ley, los fideicomisos mercantiles que desarrollen actividades empresariales u operen negocios en marcha, deberán declarar y pagar el correspondiente impuesto a la renta por las utilidades obtenidas, de la misma manera que lo realiza el resto de sociedades. Los fideicomisos mercantiles que no desarrollen actividades empresariales u operen negocios en marcha, los fondos de inversión y los fondos complementarios, siempre y cuando cumplan con lo dispuesto en el numeral 15 del artículo 9 de esta Ley, están exentos del pago de impuesto a la renta. Sin perjuicio de ello, deberán presentar únicamente una declaración informativa de impuesto a la renta, en la que deberá constar el estado de situación del fondo o fideicomiso mercantil. Para efectos tributarios se entenderá que un fideicomiso mercantil realiza actividades empresariales u opera un negocio en marcha, cuando su objeto y/o la actividad que realiza es de tipo industrial, comercial, agrícola, de prestación de servicios, así como cualquier otra que tenga ánimo de lucro, y que regularmente sea realizada a través de otro tipo de sociedades. Así mismo, para efectos de aplicación del anticipo, en el caso de los fideicomisos mercantiles inmobiliarios, para determinar el momento de inicio de la operación efectiva, se tendrá en cuenta el cumplimiento del punto de equilibrio del proyecto inmobiliario o de cualquiera de sus etapas”.
Es decir la propia Ley Tributaria ha considerado que el evento que da lugar al hecho generador y que determina el inicio de actividades empresariales o de un negocio en marcha es el cumplimiento del punto de equilibrio; hecho generador que para el caso que nos ocupa es el mismo; es decir la realización de actividades económicas. 

Según la Ordenanza Metropolitana No. 292, expedida por el Municipio del Distrito Metropolitano de Quito, los fideicomisos inmobiliarios ejercen actividades económicas a partir de la obtención del permiso de habitabilidad. Sin embargo, la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión de Suelo, establece que no se requiere de permiso alguno para acreditar la habitabilidad de una edificación, una vez que ésta haya concluido, en virtud de lo cual la norma inicialmente referida resulta inaplicable.
En función de las disposiciones legales antes citadas, todas concluyentes y coherentes en relación al inicio del objeto propio del fideicomiso mercantil inmobiliario, el Punto de Equilibrio es aquel evento que marca el inicio de actividades económicas y por tanto a partir del cual deberá considerarse verificado el hecho generador para el pago del impuesto de patente municipal, dada la publicación de la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión de Suelo.

Por tanto, al amparo de lo dispuesto en la Ley de Mercado de Valores, en la Codificación de las Resoluciones del Consejo Nacional de Valores, en concordancia con lo establecido en la Ley Orgánica de Régimen Tributario Interno, previamente descritos y debidamente analizados, el hecho generador del impuesto a la patente municipal, que deba causarse en los fideicomisos de naturaleza inmobiliaria nace a partir de la declaratoria del punto de equilibrio, lo cual se solicita sea considerado y confirmado por su autoridad en función de las normas de derecho y argumentación debidamente presentada mediante la consulta en cuestión.
Medidas cautelares a funcionarios de las administradoras de fideicomisos en procesos coactivos, Municipio Metropolitano de Quito

En base al dictado de medidas cautelares en procesos coactivos contra bienes aportados a fideicomisos por parte de la jurisdicción coactiva del Municipio Metropolitano de Quito y a que dichas medidas empezaron a alcanzar a las administradoras de fondos y fideicomisos que administran los mismos, en julio 2016 la Asociación envió una solicitud al Municipio, exponiendo la problemática.

Se expuso que, en función de la Ley de Mercado de Valores, Art. 118: “Naturaleza individual y separada de cada fideicomiso mercantil se expuso ante el Municipio Metropolitano de Quito que la responsabilidad por las obligaciones contenidas en el patrimonio 

Se indicó que el Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, en su artículo 351 señala lo siguiente: “El procedimiento de ejecución coactiva observará las normas del Código Orgánico Tributario y supletoriamente las del Código de Procedimiento Civil, cualquiera fuera la naturaleza de la obligación cuyo pago se persiga”.

Se argumentó que el Art. 164 del Código Orgánico Tributario establece: “Medidas precautelatorias.- El ejecutor podrá ordenar, en el mismo auto de pago o posteriormente, el arraigo o la prohibición de ausentarse, el secuestro, la retención o la prohibición de enajenar bienes (…) En caso de que el sujeto pasivo afectado por la imposición de las medidas cautelares mencionadas en el inciso primero, impugnare la legalidad de las mismas, y en sentencia ejecutoriada se llegare a determinar que dichas medidas fueron emitidas en contra de las disposiciones legales consagradas en este Código, el funcionario Ejecutor responderá por los daños que su conducta haya ocasionado, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que hubiere lugar”.

Se señaló que el Código Orgánico General de Procesos, en relación al proceso coactivo, en forma específica establece: Art. 316.- Excepciones a la coactiva. Al procedimiento coactivo solo se podrán oponer las siguientes excepciones:(…)
4. Ilegitimidad de personería de la o del coactivado o de quien haya sido citado como su representante. 5. El hecho de no ser deudor directo ni responsable de la obligación exigida”.
Se manifestó que las disposiciones legales citadas son claras y expresas al establecer que cada fideicomiso mercantil constituye un patrimonio independiente del de su fiduciario y que los bienes aportados a cada uno de estos fideicomisos garantizan sus propias obligaciones sin que puedan perseguirse los bienes propios del fiduciario para tales efectos.

Sin embargo, se han enfrentado graves inconvenientes en la ejecución de procesos coactivos por parte de algunas Administraciones Municipales, entre éstas la del Distrito Metropolitano de Quito. Al momento de dictarse medidas cautelares dentro de procesos coactivos, se han ordenado –en forma equivocada- medidas en contra de bienes de la compañía administradora de fondos y fideicomisos (Administradora y Representante Legal) y peor aún en contra de los representantes legales de la Fiduciaria a título personal; en lugar de dictarse medidas exclusivamente en contra de los Fideicomisos Mercantiles, cuales son los deudores frente a la Administración y que tienen personalidad jurídica propia individualizada y separada de la personalidad legal de la administradora como se obtiene de la normativa antes citada.

Lo anterior ha ocasionado que se retengan recursos en cuentas bancarias de la propia Fiduciaria y en cuentas del representante legal de ésta, e incluso se ha impedido la enajenación de vehículos de propiedad de éstos, o lo que es peor, la salida del país de dichos representantes.  Se señaló que hay que tener en consideración que estos valores y bienes corresponden al giro del negocio de las Fiduciarias o a los fondos personales de sus representantes, y que son necesarios para su operación y mantención, respectivamente; empero, en ningún caso pueden ser confundidos ni destinados para cubrir obligaciones de los negocios fiduciarios, causando lo anterior graves problemas a la Fiduciaria e imposibilidad de continuar con sus actividades normales. 

Por lo antes señalado,  en caso de que Fideicomisos Mercantiles mantengan obligaciones con la Administración Municipal fruto de lo cual se inicien procesos coactivos, deberán ejercerse en forma exclusiva e inmediata sobre los  bienes propios de los respectivos patrimonios autónomos, ya sea mediante la retención de recursos o medidas que recaigan sobre bienes muebles o inmuebles de titularidad del Fideicomiso en cuestión; NO así en referencia a los bienes de la Fiduciaria, la cual ejerce la calidad de administradora y representante legal y mucho menos de sus representantes.

Bajo ningún concepto pueden procesarse medidas cautelares sobre bienes, personas o cuentas que pertenecen a otra persona jurídica distinta del deudor, pues no su cumplen los presupuestos básicos del origen de las obligaciones, causa y objeto lícitos, así como la legitimidad e identidad de objeto y sujeto; lo cual no solo que constituye causal de excepción dentro del proceso, sino que acarrea responsabilidad personal del funcionario a cargo.  

Se solicitó que se aplique la normativa y el proceso legal correspondiente, sin afectar la actividad y operación de las Administradoras de Fondos y Fideicomisos y los derechos de sus representantes. 

Este trámite ingresó al Municipio y se adoptaron correctivos pero no resoluciones formales sobre el pedido formulado.
PLANIFICACIÓN ESTRATÉGICA DE LA AAFFE

El 29 de junio 2016, se llevó a cabo la jornada de planificación o taller estratégico de la Asociación, en base a los insumos que se obtuvieron con la ejecución de la primera parte de la consultoría llevada a cabo por parte de la CORPEI, en la que participaron todos los Asociados a la Asociación. Actuó de expositor y facilitador el Director Ejecutivo de la Asociación, y, en base a diversas recopilaciones sobre ejercicios de planificación estratégica, del taller se obtuvo un documento de planificación incluyendo la Visión, la Misión y los objetivos estratégicos planteados por la organización. 

El documento que reproduce a continuación.

Elementos expuestos para la discusión:

· Identificar la manera de agregar valor a la actividad fiduciaria

· Posibilidad de establecer un  ranking comparativo para subir el ingreso promedio del fideicomiso

· Falta de educación en el consumidor

· Desequilibrios de réditos entre estructuradores y administradores de los fideicomisos

· Disminución de casi el 50% por ciento de la actividad, en parte por la extinción del fideicomisos en garantía para obligaciones hacia instituciones financieras proveniente de la adquisición de vehículos

· Crecimiento desalentador  del monto de los fideicomisos en relación al PIB, cifras menores a los promedio s que se registran en América Latina

· Fortalecer las buenas practicas

· Planteamientos que se hacen a la autoridades de regulación y control no se trasladan a burocracia intermedia que exhibe decisiones discrecionales y desconocedoras de la importancia de la figura

· Situación actual que se experimenta, han aumentado las afectaciones a la figura

· Se debe defender al gremio, las afectaciones no han sido solamente en el campo de los fideicomisos sino en todos los espacios productivos

· Necesidad de reflexionar sobre el número de actores fiduciarios en el mercado, los requisitos mínimos de capital van a facilitar que queden actores solventes

· Prestigio decaído del fideicomiso, se requiere una promoción de la figura, contratar a firmas especializadas, las hay en Colombia

· Los escenarios a futuros se presentan al menos mejores que el actual, necesidad de recuperar terreno recorrido, hay cierta corresponsabilidad de afectación del mercado por casos de malas administraciones

· Hay que trabajar en defensas específicas de la figura

	MISIÓN

	       Educar y fortalecer en la figura del fideicomiso como mecanismo indispensable     para impulsar el desarrollo social y productivo

· Temas: educar, necesidad de autorregular, fortalecer la figura, destacar el valor agregado, identificar como figura indispensable, propiciar un  mejor ambiente, compromiso, desarrollo social

	VISIÓN

	       El fideicomiso es el referente de la transparencia y seguridad jurídica y financiera

	ANÁLISIS INTERNO

	Fortalezas: aporte efectivo a proyectos, seguridad jurídica y financiera, independencia de la figura, transparencia y administración profesional
	Debilidades: mala percepción del fideicomiso, ausencia de estrategias de comunicación, falta de reacción ante los ataques de la figura, no hay plan con propuestas

	ANÁLISIS EXTERNO

	Oportunidades: coyuntura que requiere del sector privado, se necesita del inversionista privado, déficit habitacional en el país
	Amenazas: deficiente regulación, profesionales en la autoridades de control con poca preparación, posible desdolarización



	ESTRATEGIAS

	· Articulación con autoridades

· Proponer normativa con los apoyos que se identifiquen

· Identificar y buscar apoyo de organismos internacionales, V.g. CAF, BID

· Mas educación a ciertos actores: jueces, otros operadores

· Identificar con la Superintendencia de Compañías, temas específicos

· Tener a la mano las estadísticas de la actividad

· Preparar documento a presnetar

	TEMAS CON LA SUPERINTENDENCIA DE COMPAÑÍAS

	· Crisis financiera– administrativa del sector 
· Identificación de cuál es la real visión de la autoridad sobre la industria
· Creación de canales efectivos de comunicación  entre el ente regulador (Superintendencia de Compañías) y sus entes supervisados
· No se busca minimizar la capacidad de regulación y control del ente regulador,  pero que ente regulador defina y mantenga normas de control 
· Aplicación equitativa de la normativa a todos los actores y de conocimiento del mercado
· Efecto perjudicial de ciertas regulaciones que han generado una contracción del sector, la merma en generación de impuestos y contribuciones, y la disminución del empleo
· Motivaciones de la autoridad no tienen asidero en las estadísticas y comportamiento del sector
· Inconvenientes o problemas suscitados en la industria han sido hecho aislados y porcentualmente insignificantes
· Aparente falta de profesionales capacitados, la necesidad de profesionalización del personal de mandos medios de la entidad reguladora y de los auditores
· Actitud confrontativa y cuestionadora por parte de ciertos funcionarios que,  más que guiarse por normativa, buscan imponer sus criterios y visiones 

· Autoridad abruma con exceso de solicitudes de información y entrega de documentación (mucha de la cual se entrega en forma periódica o de la que disponen otros departamentos o a través del sistema) respecto de los negocios fiduciarios que se administran

· 40% del tiempo productivo está dedicado a atender requerimientos de la autoridad, incidiendo en el incremento del costo fijo de las Administradoras   y en el stress y deserción laboral

· Subjetividad por parte de los auditores,  diferencias de criterios entre funcionarios de Guayaquil y Quito en la aplicación de los procedimientos

· Desincentivo de los usuarios de los fideicomisos no solo por la cantidad de requisitos sino por la suma de problemas que se generan en la constitución lo que auspicia la proliferación de mecanismos no controlados
· Poca coherencia entre las medidas de política pública para incentivar el mercado de valores, y la realidad 


Este documento consta difundido en la página Web de la Asociación http://aaffe.ec
REGULARIZACIÓN DE LA ASOCIACION EN EL SISTEMA UNIFICADO DE INFORMACIÓN DE LAS ORGANIZACIONES SOCIALES Y CIUDADANAS
El 14 de agosto del 2014, durante la realización de la Asamblea General Extraordinaria de la AAFFE, se distribuyó un documento sobre la regularización de la Asociación de Administradoras de Fondos y Fidecomisos, a efectos de dar cumplimiento a lo previsto en el Decreto Ejecutivo No. 16 que expidió el Reglamento para el Funcionamiento del Sistema Unificado de Información de las Organizaciones Sociales y Ciudadanas, el mismo que fue publicado Registro Oficial Suplemento 19 de 20-jun-2013

 

El Decreto, ha estado vigente y en ejecución y fue sustituido en su aplicación, por el Decreto Ejecutivo número 739 que expidió la Codificación y Reformas al Decreto Ejecutivo No. 16 del 4 de Junio de 2013 publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 19 del 20 de Junio de 2013 y sus Reformas, publicado en el Registro Oficial 570 de 21-ago.-2015.

El caso es que para regularizar la situación de actualización del registro de la Asociación de Administradoras de Fondos y Fideicomisos del Ecuador, AAFFE, en materia de registros, se requirió lo siguiente:

 

-          Otorgamiento del Ministerio de Industrias y Productividad , MIPRO, de copia certificada del  registro de los Estatutos aprobados de la Asociación por parte del entonces Ministerio de Industrias , Comercio, Integración  y Pesca que debe contar con la razón de la  inscripción de la Asociación y el registro de la última directiva con que cuente ese Ministerio.

-       Con esa certificación, el 7 de marzo del 2016 se obtuvo el RUOS, Registro Único de Organizaciones Sociales, -similar al RUC-, en la Secretaría de Gestión de la Política, Departamento de Registro de Organizaciones Sociales, que prerrequisito para la actualización del RUC, Registro Único de Contribuyentes, RUC que es necesario para que la Asociación opere normalmente en el ejercicio de sus derechos y obligaciones.
 

 Como hubo que inscribir la Directiva, se consideró recomendable que una vez que se ratifiquen los pronunciamientos de los Asociados que constan en Acta de 19 de marzo y 14 de agosto del 2015, se procese la atención de los registros antes mencionados. 

El 3 de junio del 2015, esta situación fue nuevamente expuesta por la Dirección Ejecutiva a fin de que se procesen las decisiones que permitan regularizar la situación de la AAFFE.

El 12 de agosto del 2015 el Directorio Ampliado ratificó las resoluciones adoptadas el de febrero y el 14 de agosto del 2015, la Dirección Ejecutiva recibió un correo del abogado Francisco Nugué solicitando información referente a los siguientes aspectos referentes a la marcha de la Asociación.

 

El 14 de enero del 2016 se llevó a cabo la Asamblea de la Asociación en que se conoció en detalle un informe preparado por la Dirección Ejecutiva sobre los avances de los trámites de regularización de la Asociación y la obtención del RUOS.

REGULARIZACIÓN DE LA ASOCIACION EN EL CATASTRO PUBLICO DE MERCADO DE VALORES
Mediante comunicación No. SCVS.INMV.DNFCDN.SFCDN.16.383.0020703-OF de 5 de agosto del 2016 dirigida al Presidente y al Director Ejecutivo de la Asociación de Administradoras de Fondos y Fideicomisos del Ecuador, por parte del Intendente Nacional de Mercado de Valores de la Superintendencia de Compañías, Valores y Seguros, se contesta una comunicación de 3 de agosto del 2016 en la que la Asociación ponía en consideración de las mencionadas Superintendencia e Intendencia el proyecto de autorregulación, al amparo de lo que establece la Resolución JPMF-246-2016 de la Junta de la Política y Regulación Monetaria y Financiera.

La contestación fue extensa haciendo relación a toda la normativa aplicable tanto al requerimiento de que la Asociación no constaba en el registro del Catastro Público de Mercado de Valores, como a que la Intendencia no emitía criterio sobre “proyectos” de reglamentos, sino los reglamentos aprobados, a efectos de cumplir con la Resolución de la Junta de la Política y Regulación Monetaria y Financiera indicada líneas arriba.

Sobre este particular, la Dirección Ejecutiva preparó un informe en el mes de agosto del 2016 estableciendo los términos jurídicos de la normativa que aplica tanto al registro de la Asociación en el Catastro Publico ce Mercado de Valores, como a la aprobación de un  Reglamento de Autorregulación, el mismo que se anexa.

Mediante correo electrónico de 12 de enero del 2017 se comunicó a los Asociados el que en agosto del 2016 se puso en consideración de la Superintendencia de Compañías, Valores y Seguros el proyecto de Reglamento de Autorregulación de la Asociación de Administradoras de Fondos y Fideicomisos del Ecuador, AAFFE que fue objeto de deliberación entre los Asociados por medio de correos electrónicos, llegando a una versión final, la -4-, que data de 17 de julio del 2016.

La autorregulación se hace más exigible para el caso de la Asociación, como consecuencia de lo que establece la Resolución JPMF-246-2016 de la Junta de la Política y Regulación Monetaria y Financiera y también, como resultado de que en los Estatutos de la Asociación, que fueron aprobados en diciembre de 1995, no constan disposiciones sobre esta materia con los alcances contenidos en la Resolución de la Junta antes indicada y con los dispuestos en la Codificación Resoluciones del CNV.

En la comunicación de agosto del 2016, se solicitó a la Superintendencia observaciones y comentarios sobre el proyecto de Reglamento, recibiendo la respuesta de que, de conformidad con la normativa que aplica al caso, Ley de Mercado de Valores, Codificación de Resoluciones del CNV y la Resolución mencionada de la Junta de Política y Regulación Monetaria y Financiera, no les correspondía hacer observaciones o comentarios sobre proyectos de reglamentos.

La Superintendencia solicitó se regularice esta situación y la de registro de la Asociación en el Catastro Publico de Mercado de Valores, a fin de considerarla como un actor gremial con la que la autoridad de control puede interrelacionarse, muy a pesar de que la Superintendencia ha mantenido permanente relación con la Asociación desde hace más de 10 años en varios espacios de colaboración mutua.

Habiendo ingresado la solicitud de registro en el mencionado Catastro, a la Superintendencia de Compañías, se hace necesario el pronunciamiento de los Asociados 

En atención a lo consignado en la comunicación de la Superintendencia oficio No.  SCVS.INMV.DNAR.SA.17.027.0001246-OF de 19 de enero 2017, se consideró necesario el pronunciamiento de los Asociados respecto al Reglamento reelaborado de Autorregulación, que recoge las recomendaciones de la Superintendencia y que se sustenta en los conceptos del Reglamento ya consensuado de julio 2016, con las adiciones provenientes de las observaciones de la autoridad de control. Este pronunciamiento se hizo necesario en forma urgente a afectos de cumplir con los plazos que la autoridad ha proporcionado para procesar todo lo que se requiere tanto para la vigencia del Reglamento, como para el registro en el Catastro antes expuesto.
Es necesario consignar que en la comunicación de 19 de enero del 2017, la Superintendencia también recomendó la reforma de los Estatutos de la Asociación, que datan del año 1995, para efectos de incorporar ciertos elementos modernizadores en los mismos, particularmente aquellos que tienen que ver con trasparencia en la información, autorregulación y resolución de conflictos de intereses.
El trabajo desarrollado hasta marzo 2017, muy a pesar que este informe abarca hasta el 2016, incluye lo siguiente:
1. Se ha obtenido la clave para el registro, se ha ido recopilando la información. Fue necesario el otorgamiento de un poder para que la clave se maneje desde la oficina en Quito e ir completando los campos que el sistema requiere. Al efecto, fuimos orientados y capacitados, mi Asistente y yo, por parte de funcionarias de la Superintendencia, Sonia Alvarado y Ana Bedoya de la Superintendencia de Quito, quienes nos proporcionaron un efectivo apoyo en este sentido.

2. Está completamente reestructurada la página Web de la Asociación, http//:aaffe.ec, desde el 3 de febrero 2017. Allí consta toda la información actualizada de la Asociación, incluyendo el colgamiento del proyecto de Reglamento de Autorregulación, Estatutos reformados, circulares, informes, y más elementos que son de interés tanto del público como de los Asociados. Hay una sección que requiere clave porque se trata de las actas de Asambleas y Directorios, y contiene información que no necesariamente es de interés de cualquier persona del público.  La clave de acceso es aaffe2017. También está colgado el proyecto de Reglamento de Autorregulación de la Asociación, tema sobre el cual se ha enviado varios correos a los Asociados para que tomen nota del texto expuesto.

3. Se han reformado los Estatutos, siguiendo las orientaciones provenientes de la comunicación suya de 19 de enero del 2017, Estatutos que fueron reformados por decisión de la Asamblea General Extraordinaria llevada a cabo en Guayaquil el día 17 de febrero del 2017. Consta la lista de reformas, la convocatoria a Asamblea, los Estatutos reformados y el Acta de Asamblea, documentos todos que han sido notariados para cumplir con las exigencias de las disposiciones de la Ley.

4. Se ha actualizado la designación del Directorio, que consta en la misma Acta de la Asamblea General Extraordinaria de 17 de febrero del 2017.
LEY DE PLUSVALÍA

En diciembre 2016, Asociación de Administradoras de Fondos y Fideicomisos del Ecuador, AAFFE, formuló una serie de recomendaciones al proyecto de Ley Orgánica para Evitar la Especulación sobre el Valor de las Tierras y la Fijación de los Tributos.

Las observaciones resaltaron el que la actividad fiduciaria ha constituido un eficaz aporte al desarrollo de país, a través de sus diversos mecanismos. Se Ley Orgánica para Evitar la Especulación sobre el Valor de las Tierras y la Fijación de los Tributos uso que, bien utilizada, como toda figura, ha significado beneficios para el impulso de muchas actividades productivas, entre ellas, el de la construcción por medio del fideicomiso inmobiliario.

Se hizo mención a que, a través de los años, la legislación ecuatoriana ha establecido los mayores controles sobre las figuras del fideicomiso y la administración de fondos, de modo que, a no dudarlo, posiblemente constituyen los mecanismos más regulados y controlados en el país, como actividades canalizadoras de emprendimientos productivos.

El en ese entonces proyecto de Ley Orgánica para Evitar la Especulación sobre el Valor de las Tierras y la Fijación de los Tributos, contemplan disposiciones que modificarían el Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomías y Descentralización, Art. 511.

Se hizo notar que esas reformas encarecerían y por tanto, limitarían el uso del fideicomiso inmobiliario en perjuicio de la actividad productiva de la construcción, generando un efecto contrario a los objetivos que seguramente persigue la autoridad, entre ellas la Asamblea Nacional, a través del proyecto de Ley mencionado y de otros instrumentos conexos: el fortalecimiento del mercado de valores, y el estímulo al crecimiento de la economía con sus consecuencias positivas en generación de empleo y tributos.

Como Asociación se propuso que la reforma prevista en el Art. 4, artículos que se añaden al 561 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomías y Descentralización, se contemple que no sean objeto de tributos, las trasferencias de inmuebles por:

· Sucesiones por causa de muerte

· Donaciones

· Rifas y sorteos

· Remates o ventas efectuadas judicialmente o por organismos del Estado Ecuatoriano

· Fideicomisos mercantiles que constituyan mecanismos para realizar procesos de titularización, fideicomisos inmobiliarios, fideicomisos de garantía,  y negocios fiduciarios en los que participa el sector público como constituyente, constituyente adherente  beneficiario y aquellos que de cualquier forma se encuentran integrados al patrimonio con recursos públicos o que se prevé esa posibilidad en los correspondientes contratos

· Tampoco son objeto del impuesto, las adjudicaciones de inmuebles producto de gananciales de la sociedad conyugal o de bienes, o las provenientes de reparto en el haber de una sociedad de comercio.

Estas propuestas se las formuló dentro de entender que la Ley en trámite que contiene reformas al Código antes mencionado, debe guardar armonía con los conceptos mencionados líneas más arriba es decir que se precautelen, tanto el fortalecimiento del mercado de valores, como la figura del fideicomiso mercantil como medio de impuso de una actividad productiva de gran importancia en el país como la construcción.

Finalmente la Ley Salió publicada en el Registro Oficial 913, séptimo suplemento, de 30 de diciembre del 2016, sin tomar en consideraciones las contribuciones de la Asociación y de otros espacios de opinión.

REGLAMENTO DE AUTORREGULACIÓN
Por exigencia de lo previsto en la Resolución JPMF-246-2016 de la Junta de la Política y Regulación Monetaria y Financiera, publicada en el Registro Oficial 770, 7 de 7 de junio del 2016, la Asociación ha trabajado en un Reglamento de Autorregulación, que nace de los Estatutos reformados el 17 de febrero del 2017, que incorpora las sugerencia formuladas por la Dirección  Nacional de Autorización y Registro de la Intendencia Nacional de Mercado de Valores, Superintendencia de Compañías, Valores y Seguros. El Reglamento consta colgado en la página Web de la Asociación, http://aaffe.ec 

DIRECTORIO HASTA EL 2015
D I R E C T O R E S   P R I N C I P A L E S

1.  Pedro Ortiz., Presidente, Fiducia
2.  Cicerón Tacle, Trust Fiduciaria
3.  Carlos Luis Lecaro, Génesis
4. Francisco Velez, Futurfid

D I R E C T O R E S   S U P L E N T E S

1. José Samaniego, Anefi 
2. Marco Karolys, Fideval
3. José Andino, CTH
4. Francisco Nugué, Morgan & Morgan
DIRECTORIO DESDE EL 2015

En la reunión del Directorio Ampliado, el Presidente de la Asociación Pedro Ortiz propuso que se ratifique y se procesen las decisiones adoptadas por la Asociación sobre la elección de Directorio, Presidente y Vicepresidente de la Asociación contenida en actas de 19 de marzo y 14 de agosto del 2015.

Se resuelve que se efectúe de modo formal la transición hacia la nueva Directiva mediante la celebración de una Asamblea General, sin perjuicio de procesar los trámites que correspondan.

En atención a lo expuesto, el Directorio queda integrado del siguiente modo:

PRINCIPALES

· Francisco Nugué por MMG Trust Ecuador, Presidente de  la AAFFE

· Marco Karolys, por Fideval, Vicepresidente de la AAFFE

· Pedro Ortiz,  por Fiducia

· José Samaniego por Anefi

· Juan Francisco Andrade por Holdun
SUPLENTES
· Carlos Luis Lecaro por Génesis

· Cicerón Tacle por Trust 

· Francisco Velez por Futurfid

· Abelardo García por Fidunegocios

· Julio Mera por Fiduecuador

DIRECTORIO 2017-2019

En la reunión la Asamblea General Extraordinaria llevada a cabo el 17 de febrero del 2017 en Guayaquil, se designó al siguiente Directorio;

PRINCIPALES
· José Samaniego Ponce

· Marco Karolys Cordovez

· Pedro Ortiz Reinoso

· Francisco Vélez Arízaga

· Francisco Nugué Varas

SUPLENTES
· Carlos Luis Lecaro Vélez 

· Oscar Vernaza Ghiglione

· Abelardo García Meneses

· Álvaro Polit 

· José Andino Burbano 

� Elaborado por Ramiro Viteri Guerrero, Director Ejecutivo de la Asociación de Administradoras de Fondos y Fideicomisos del Ecuador, AAFFE, � HYPERLINK "mailto:rviteri@aaffe.ec" �rviteri@aaffe.ec�





� Sustituida por la Junta de la pitica y Regulación Monetaria y Financiera, Código Orgánico Monetario y Financiero


� José Samaniego y José Andino se ofrecieron a identificar esta alternativa


� Fondos Pichincha ocupada una membresía del Directorio, pero se desafilio cuando se desvincularon las administradoras de grupos financieros y fue adquirido por FIDEVAL


� Fondos BG ocupaba una membresía en el Directorio, se transformó en Futurfid


� Fidupacifico ocupaba una membresía en el Directorio, pero se desafilió como consecuencia de la desmembración de grupos financieros, está siendo administrada por la CFN
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